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1 Naturaleza y ámbito de aplicación 
del Impuesto 
De acuerdo con el artículo 1 de la Ley, el Impuesto sobre 
Sociedades es un tributo de carácter directo y naturaleza personal 
que grava la renta de las sociedades y demás entidades jurídicas 
de acuerdo con las normas de esta Ley. 

El Impuesto sobre Sociedades se aplicará en todo el territorio 
español, que comprenderá también aquellas zonas adyacentes a 
las aguas territoriales sobre las que España pueda ejercer los 
derechos que le correspondan, referentes al suelo y subsuelo 
marino, aguas suprayacentes, y a sus recursos naturales, de 
acuerdo con la legislación española y el derecho internacional. 

Todo ello, sin perjuicio de los regímenes tributarios forales de 
concierto y convenio económico en vigor, respectivamente, en los 
Territorios Históricos de la Comunidad Autónoma del País Vasco 
y en la Comunidad Foral de Navarra. 

2 El hecho imponible 
Constituirá el hecho imponible la obtención de renta por el 
contribuyente, cualquiera que fuese su fuente u origen. 

En el régimen especial de agrupaciones de interés económico, 
españolas y europeas, y de uniones temporales de empresas, se 
entenderá por obtención de renta la imputación al contribuyente 
de las bases imponibles, gastos o demás partidas, de las entidades 
sometidas a dicho régimen. 

En el régimen de transparencia fiscal internacional se entenderá 
por obtención de renta la imputación en la base imponible de las 
rentas positivas obtenidas por la entidad no residente. 

2.1 Concepto de actividad económica y entidad 
patrimonial. 
Se entenderá por actividad económica la ordenación por cuenta 
propia de los medios de producción y de recursos humanos o de 
uno de ambos con la finalidad de intervenir en la producción o 
distribución de bienes o servicios. 

En el caso de arrendamiento de inmuebles, se entenderá que 
existe actividad económica, únicamente cuando para su 
ordenación se utilice, al menos, una persona empleada con 
contrato laboral y jornada completa. 

En el supuesto de entidades que formen parte del mismo grupo 
de sociedades según los criterios establecidos en el artículo 42 del 
Código de Comercio, con independencia de la residencia y de la 
obligación de formular cuentas anuales consolidadas, el concepto 
de actividad económica se determinará teniendo en cuenta a 
todas las que formen parte del mismo. 

A los efectos de lo previsto en esta Ley, se entenderá por entidad 
patrimonial y que, por tanto, no realiza una actividad económica, 
aquella en la que más de la mitad de su activo esté constituido 
por valores o no esté afecto, en los términos del apartado 
anterior, a una actividad económica. 

2.2 Atribución de rentas. 
Las rentas correspondientes a las sociedades civiles que no 
tengan la consideración de contribuyentes de este Impuesto, 
herencias yacentes, comunidades de bienes y demás entidades a 
que se refiere el artículo 35.4 de la LGT, así como las retenciones 
e ingresos a cuenta que hayan soportado, se atribuirán a los 
socios, herederos, comuneros o partícipes, respectivamente, de 
acuerdo a la normativa del IRPF. 

Las entidades en régimen de atribución de rentas no tributarán 
por el Impuesto sobre Sociedades, a excepción de lo dispuesto en 
el apartado 12 del artículo 15 bis de esta Ley. 
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3  Contribuyentes 
De acuerdo con el artículo 7 de la Ley del impuesto,  serán 
contribuyentes del Impuesto, cuando tengan su residencia en 
territorio español: 

a) Las personas jurídicas, excluidas las sociedades civiles que no 
tengan objeto mercantil. 

A estos efectos, se entenderá por objeto mercantil la 
realización de una actividad económica de producción, 
intercambio o prestación de servicios para el mercado en un 
sector no excluido del ámbito mercantil. Por tanto, quedarán 
excluidas de ser contribuyentes del Impuesto sobre 
Sociedades las entidades que se dediquen a actividades 
agrícolas, ganaderas, forestales, mineras, pesqueras y de 
carácter profesional, a las que resulte de aplicación la Ley 
2/2007, de sociedades profesionales, por cuanto dichas 
actividades son ajenas al ámbito mercantil. 

b) Las sociedades agrarias de transformación, reguladas en el 
Real Decreto 1776/1981, de 3 de agosto, por el que se 
aprueba el Estatuto que regula las Sociedades Agrarias de 
Transformación. 

c) Los fondos de inversión, regulados en la Ley 35/2003, de 4 
de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva. 

d) Las uniones temporales de empresas, reguladas en la Ley 
18/1982, de 26 de mayo, sobre régimen fiscal de las 
agrupaciones y uniones temporales de Empresas y de las 
Sociedades de desarrollo industrial regional. 

e) Los fondos de capital-riesgo, y los fondos de inversión 
colectiva de tipo cerrado regulados en la Ley 22/2014, de 12 
de noviembre, por la que se regulan las entidades de capital-
riesgo, otras entidades de inversión colectiva de tipo cerrado 
y las sociedades gestoras de entidades de inversión colectiva 
de tipo cerrado, y por la que se modifica la Ley 35/2003, de 
4 de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva. 

f) Los fondos de pensiones, regulados en el Texto Refundido de 
la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de 
noviembre. 

g) Los fondos de regulación del mercado hipotecario, regulados 
en la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de regulación del mercado 
hipotecario. 

h) Los fondos de titulización, regulados en la Ley 5/2015, de 
fomento de la financiación empresarial. 

i) Los fondos de garantía de inversiones, regulados en la Ley 
24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores. 

j) Las comunidades titulares de montes vecinales en mano 
común reguladas por la Ley 55/1980, de 11 de noviembre, 
de montes vecinales en mano común, o en la legislación 
autonómica correspondiente. 

k) Los Fondos de Activos Bancarios a que se refiere la 
Disposición adicional décima de la Ley 9/2012, de 14 de 
noviembre, de reestructuración y resolución de entidades de 
crédito. 

Los contribuyentes serán gravados por la totalidad de la renta que 
obtengan, con independencia del lugar donde se hubiere 
producido y cualquiera que sea la residencia del pagador. 

Residencia y domicilio fiscal. 
El artículo 8 de la Ley del impuesto indica que se considerarán 
residentes en territorio español las entidades en las que concurra 
alguno de los siguientes requisitos: 

a) Que se hubieran constituido conforme a las leyes españolas. 

b) Que tengan su domicilio social en territorio español. 

c) Que tengan su sede de dirección efectiva en territorio 
español. 

A estos efectos, se entenderá que una entidad tiene su sede de 
dirección efectiva en territorio español cuando en él radique la 
dirección y control del conjunto de sus actividades. 

La Administración tributaria podrá presumir que una entidad 
radicada en algún país o territorio de nula tributación, o 
calificado como paraíso fiscal, según lo previsto en el apartado 1 
de la referida disposición, tiene su residencia en territorio español 
cuando sus activos principales, directa o indirectamente, 
consistan en bienes situados o derechos que se cumplan o 
ejerciten en territorio español, o cuando su actividad principal se 
desarrolle en éste, salvo que dicha entidad acredite que su 
dirección y efectiva gestión tienen lugar en aquel país o territorio, 
así como que la constitución y operativa de la entidad responde a 
motivos económicos válidos y razones empresariales sustantivas 
distintas de la gestión de valores u otros activos. 

El domicilio fiscal de los contribuyentes residentes en territorio 
español será el de su domicilio social, siempre que en él esté 
efectivamente centralizada la gestión administrativa y la dirección 
de sus negocios. En otro caso, se atenderá al lugar en que se 
realice dicha gestión o dirección. 

En los supuestos en que no pueda establecerse el lugar del 
domicilio fiscal, de acuerdo con los criterios anteriores, 
prevalecerá aquél donde radique el mayor valor del inmovilizado. 

4. Exenciones. 

4.1 Exenciones plenas 
De acuerdo con el artículo 9 de la Ley del Impuesto, estarán 
totalmente exentos del Impuesto: 

a) El Estado, las Comunidades Autónomas y las entidades locales. 

b) Los organismos autónomos del Estado y entidades de derecho 
público de análogo carácter de las Comunidades Autónomas y de 
las entidades locales. 

c) El Banco de España, el Fondo de Garantía de Depósitos de 
Entidades de Crédito y los Fondos de garantía de inversiones. 

d) Las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad 
Social. 

e) El Instituto de España y las Reales Academias oficiales 
integradas en aquél y las instituciones de las Comunidades 
Autónomas con lengua oficial propia que tengan fines análogos a 
los de la Real Academia Española. 
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f) Los organismos públicos mencionados en las Disposiciones 
adicionales novena y décima, apartado 1, de la Ley 6/1997, de 14 
de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración 
General del Estado, así como las entidades de derecho público de 
análogo carácter de las Comunidades Autónomas y de las 
entidades locales. 

g) Las Agencias Estatales a que se refieren las Disposiciones 
adicionales primera, segunda y tercera de la Ley 28/2006, de 18 
de julio, de las Agencias estatales para la mejora de los servicios 
públicos, así como aquellos Organismos públicos que estuvieran 
totalmente exentos de este Impuesto y se transformen en 
Agencias estatales. 

h) El Consejo Internacional de Supervisión Pública en estándares 
de auditoría, ética profesional y materias relacionadas. 

4.2 Exenciones parciales 
Estarán parcialmente exentas del Impuesto, en los términos 
previstos en el título II de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de 
régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los 
incentivos fiscales al mecenazgo, las entidades e instituciones sin 
ánimo de lucro a las que sea de aplicación dicho título. 

Estarán parcialmente exentos del Impuesto en los términos 
previstos en el capítulo XIV del título VII de esta Ley: 

a) Las entidades e instituciones sin ánimo de lucro no incluidas en 
el apartado anterior. 

b) Las uniones, federaciones y confederaciones de cooperativas. 

c) Los colegios profesionales, las asociaciones empresariales, las 
cámaras oficiales y los sindicatos de trabajadores. 

d) Los fondos de promoción de empleo constituidos al amparo del 
artículo veintidós de la Ley 27/1984, de 26 de julio, sobre 
reconversión y reindustrialización. 

e) Las Mutuas Colaboradoras de la Seguridad Social, reguladas en 
el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio. 

f) Las entidades de derecho público Puertos del Estado y las 
respectivas de las comunidades autónomas. 

Estarán parcialmente exentos del Impuesto los partidos políticos, 
en los términos establecidos en la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de 
julio, sobre financiación de los partidos políticos. 

Recuerda 

Se considerarán entidades sin fines lucrativos, las entidades 
reguladas en el artículo 2 de la Ley 49/2002, que cumplan los 
siguientes requisitos:  

 Perseguir fines de interés general como los de defensa de los 
derechos humanos, de fomento de la economía social, de 
investigación científica, entre otros.  

 Destinar a la realización de dichos fines al menos el 70 por 
100 de las rentas e ingresos a los que hace referencia el 
artículo 3.2º de la Ley 49/2002, y el resto de las rentas e 
ingresos a incrementar la dotación patrimonial o las 
reservas, en el plazo comprendido entre el inicio del ejercicio 
en que se hayan obtenido las respectivas rentas e ingresos y 
los cuatro años siguientes al cierre de dicho ejercicio.  

 Que la actividad realizada no consista en el desarrollo de 
explotaciones económicas ajenas a su objeto o finalidad 
estatutaria.  

 Que los fundadores, asociados, patronos, representantes 
estatutarios, miembros de los órganos de gobierno y los 
cónyuges o parientes hasta el cuarto grado inclusive de 
cualquiera de ellos no sean los destinatarios principales de 
las actividades que se realicen por las entidades, ni se 
beneficien de condiciones especiales para utilizar sus 
servicios.  

 Que los cargos de patrono, representante estatutario y 
miembro del órgano de gobierno sean gratuitos, con las 
excepciones previstas en la Ley 49/2002.  

 Que, en caso de disolución, su patrimonio se destine en su 
totalidad a alguna de las entidades consideradas como 
entidades beneficiarias del mecenazgo a los efectos 
previstos en los artículos 16 a 25 de la Ley 49/2002, o a 
entidades públicas de naturaleza no fundacional que 
persigan fines de interés general, y esta circunstancia esté 
expresamente contemplada en el negocio fundacional o en 
los estatutos de la entidad disuelta.  

 Que estén inscritas en el registro correspondiente.  

 Que cumplan las obligaciones contables previstas en las 
normas por las que se rigen o, en su defecto, en el Código de 
Comercio y disposiciones complementarias.  

 Que cumplan las obligaciones de rendición de cuentas que 
establezca su legislación específica.  

 Que elaboren anualmente una memoria económica en los 
términos señalados en la Ley 49/2002 

4.2.1 Régimen de entidades parcialmente 
exentas 
Estarán exentas las siguientes rentas obtenidas por las entidades 
indicadas anteriormente como parcialmente exentas: 

a) Las que procedan de la realización de actividades que 
constituyan su objeto o finalidad específica, siempre que no 
tengan la consideración de actividades económicas. En particular, 
estarán exentas las cuotas satisfechas por los asociados, 
colaboradores o benefactores, siempre que no se correspondan 
con el derecho a percibir una prestación derivada de una actividad 
económica. 

b) Las derivadas de adquisiciones y de transmisiones a título 
lucrativo, siempre que unas y otras se obtengan o realicen en 
cumplimiento de su objeto o finalidad específica. 

c) Las que se pongan de manifiesto en la transmisión onerosa de 
bienes afectos a la realización del objeto o finalidad específica 
cuando el total producto obtenido se destine a nuevas 
inversiones en elementos del inmovilizado relacionadas con dicho 
objeto o finalidad específica. 

Las nuevas inversiones deberán realizarse dentro del plazo 
comprendido entre el año anterior a la fecha de la entrega o 
puesta a disposición del elemento patrimonial y los 3 años 
posteriores y mantenerse en el patrimonio de la entidad durante 
7 años, excepto que su vida útil conforme al método de 
amortización, de los admitidos en el artículo 12.1 de esta Ley, que 
se aplique fuere inferior. 
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En caso de no realizarse la inversión dentro del plazo señalado, la 
parte de cuota íntegra correspondiente a la renta obtenida se 
ingresará, además de los intereses de demora, conjuntamente 
con la cuota correspondiente al período impositivo en que venció 
aquel. 

La transmisión de dichos elementos antes del término del 
mencionado plazo determinará la integración en la base 
imponible de la parte de renta no gravada, salvo que el importe 
obtenido sea objeto de una nueva reinversión. 

La exención a que se refiere el apartado anterior no alcanzará a 
los rendimientos de actividades económicas, ni a las rentas 
derivadas del patrimonio, ni a las rentas obtenidas en 
transmisiones, distintas de las señaladas en él. 

4.2.2 Determinación de la base imponible de las 
entidades parcialmente exentas. 
La base imponible se determinará aplicando las normas generales 
del impuesto. 

No tendrán la consideración de gastos fiscalmente deducibles, 
además de los establecidos en el artículo 15 de esta Ley, los 
siguientes: 

a) Los gastos imputables exclusivamente a las rentas exentas. Los 
gastos parcialmente imputables a las rentas no exentas serán 
deducibles en el porcentaje que representen los ingresos 
obtenidos en el ejercicio de actividades económicas respecto de 
los ingresos totales de la entidad. 

b) Las cantidades que constituyan aplicación de resultados y, en 
particular, de los que se destinen al sostenimiento de las 
actividades exentas a que se refiere la letra a) del apartado 1 del 
artículo anterior. 

5. La base imponible 
De acuerdo con el artículo 10 de la ley del impuesto, la base 
imponible estará constituida por el importe de la renta obtenida 
en el período impositivo minorada por la compensación de 
bases imponibles negativas de períodos impositivos anteriores. 

La base imponible se determinará por el método de estimación 
directa, por el de estimación objetiva cuando esta Ley determine 
su aplicación y, subsidiariamente, por el de estimación indirecta, 
de conformidad con lo dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria. 

En el método de estimación directa, la base imponible se 
calculará, corrigiendo, mediante la aplicación de los preceptos 
establecidos en esta Ley, el resultado contable determinado de 
acuerdo con las normas previstas en el Código de Comercio, en 
las demás leyes relativas a dicha determinación y en las 
disposiciones que se dicten en desarrollo de las citadas normas. 

En el método de estimación objetiva la base imponible se podrá 
determinar total o parcialmente mediante la aplicación de los 
signos, índices o módulos a los sectores de actividad que 
determine esta Ley. 

5.1 Imputación temporal. Inscripción contable 
de ingresos y gastos. 
Los ingresos y gastos derivados de las transacciones o hechos 
económicos se imputarán al período impositivo en que se 
produzca su devengo, con arreglo a la normativa contable, con 
independencia de la fecha de su pago o de su cobro, respetando 
la debida correlación entre unos y otros. 

La eficacia fiscal de los criterios de imputación temporal de 
ingresos y gastos, distintos de los previstos en el apartado 
anterior, utilizados excepcionalmente por el contribuyente para 
conseguir la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera 
y de los resultados, de acuerdo con lo previsto en los artículos 
34.4 y 38.i) del Código de Comercio, estará supeditada a la 
aprobación por la Administración tributaria, en la forma que 
reglamentariamente se determine. 

No serán fiscalmente deducibles los gastos que no se hayan 
imputado contablemente en la cuenta de pérdidas y ganancias 
o en una cuenta de reservas si así lo establece una norma legal o 
reglamentaria, a excepción de lo previsto en esta Ley respecto de 
los elementos patrimoniales que puedan amortizarse libremente 
o de forma acelerada. 

Los ingresos y los gastos imputados contablemente en la cuenta 
de pérdidas y ganancias o en una cuenta de reservas en un 
período impositivo distinto de aquel en el que proceda su 
imputación temporal, según lo previsto en los apartados 
anteriores, se imputarán en el período impositivo que 
corresponda de acuerdo con lo establecido en dichos apartados. 
No obstante, tratándose de gastos imputados contablemente en 
dichas cuentas en un período impositivo posterior a aquel en el 
que proceda su imputación temporal o de ingresos imputados en 
las mismas en un período impositivo anterior, la imputación 
temporal de unos y otros se efectuará en el período impositivo en 
el que se haya realizado la imputación contable, siempre que de 
ello no se derive una tributación inferior a la que hubiere 
correspondido por aplicación de las normas de imputación 
temporal prevista en los apartados anteriores. 

Los cargos o abonos a partidas de reservas, registrados como 
consecuencia de cambios de criterios contables, se integrarán en 
la base imponible del período impositivo en que los mismos se 
realicen. 

No obstante, no se integrarán en la base imponible los referidos 
cargos y abonos a reservas que estén relacionados con ingresos o 
gastos, respectivamente, devengados y contabilizados de 
acuerdo con los criterios contables existentes en los períodos 
impositivos anteriores, siempre que se hubiesen integrado en la 
base imponible de dichos períodos. Tampoco se integrarán en la 
base imponible esos gastos e ingresos contabilizados de nuevo 
con ocasión de su devengo, de acuerdo con el cambio de criterio 
contable. 

En el caso de operaciones a plazos o con precio aplazado, las 
rentas se entenderán obtenidas proporcionalmente a medida que 
sean exigibles los correspondientes cobros, excepto que la 
entidad decida aplicar el criterio del devengo. 

La reversión de un deterioro o corrección de valor que haya sido 
fiscalmente deducible, se imputará en la base imponible del 
período impositivo en el que se haya producido dicha reversión, 
sea en la entidad que practicó la corrección o en otra vinculada 
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con ella. La misma regla se aplicará en el supuesto de pérdidas 
derivadas de la transmisión de elementos patrimoniales que 
hubieren sido nuevamente adquiridos. 

Cuando se eliminen provisiones, por no haberse aplicado a su 
finalidad, sin abono a una cuenta de ingresos del ejercicio, su 
importe se integrará en la base imponible de la entidad que las 
hubiese dotado, en la medida en que dicha dotación se hubiese 
considerado gasto deducible. 

Las rentas negativas generadas en la transmisión de elementos 
del inmovilizado material, inversiones inmobiliarias, inmovilizado 
intangible y valores representativos de deuda, cuando el 
adquirente sea una entidad del mismo grupo de sociedades según 
los criterios establecidos en el artículo 42 del Código de Comercio, 
con independencia de la residencia y de la obligación de formular 
cuentas anuales consolidadas, se imputarán en el período 
impositivo en que dichos elementos patrimoniales sean dados de 
baja en el balance de la entidad adquirente, sean transmitidos a 
terceros ajenos al referido grupo de sociedades, o bien cuando la 
entidad transmitente o la adquirente dejen de formar parte del 
mismo. 

Las dotaciones por deterioro de los créditos u otros activos 
derivadas de las posibles insolvencias de los deudores no 
vinculados con el contribuyente, no adeudados por entidades de 
derecho público y cuya deducibilidad no se produzca por 
aplicación de lo dispuesto en el artículo 13.1.a) de esta Ley, así 
como los derivados de la aplicación de los apartados 1 y 2 del 
artículo 14 de esta Ley, correspondientes a dotaciones o 
aportaciones a sistemas de previsión social y, en su caso, 
prejubilación, que hayan generado activos por impuesto diferido, 
a los que resulte de aplicación el derecho establecido en el 
artículo 130 de esta Ley, se integrarán en la base imponible de 
acuerdo con lo establecido en esta Ley, con el límite del 70 por 
ciento de la base imponible positiva previa a su integración, a la 
aplicación de la reserva de capitalización establecida en el artículo 
25 de esta Ley y a la compensación de bases imponibles negativas. 

Las cantidades no integradas en un período impositivo serán 
objeto de integración en los períodos impositivos siguientes con 
el mismo límite. A estos efectos, se integrarán en primer lugar las 
dotaciones correspondientes a los períodos impositivos más 
antiguos. 

5.2 Correcciones de valor: amortizaciones. 
Serán deducibles las cantidades que, en concepto de 
amortización del inmovilizado material, intangible y de las 
inversiones inmobiliarias, correspondan a la depreciación efectiva 
que sufran los distintos elementos por funcionamiento, uso, 
disfrute u obsolescencia. 

Se considerará que la depreciación es efectiva cuando: 

a) Sea el resultado de aplicar los coeficientes de amortización 
lineal establecidos en la siguiente tabla: 

 

Tipo de elemento 
Coeficiente 
lineal 
máximo 

Periodo 
de años 
máximo 

Obra civil     

Obra civil general 2% 100 

Pavimentos 6% 34 

Infraestructuras y obras mineras 7% 30 

Centrales     

Centrales hidráulicas 2% 100 

Centrales nucleares 3% 60 

Centrales de carbón 4% 50 

Centrales renovables 7% 30 

Otras centrales 5% 40 

Edificios     

Edificios industriales 3% 68 

Terrenos dedicados 
exclusivamente a escombreras 

4% 50 

Almacenes y depósitos 
(gaseosos, líquidos y sólidos) 

7% 30 

Edificios comerciales, 
administrativos, de servicios y 
viviendas 

2% 100 

Instalaciones     

Subestaciones. Redes de 
transporte y distribución de 
energía 

5% 40 

Cables 7% 30 

Resto instalaciones 10% 20 

Maquinaria 12% 18 

Equipos médicos y asimilados 15% 14 

Elementos de transporte     

Locomotoras, vagones y equipos 
de tracción 

8% 25 

Buques, aeronaves 10% 20 

Elementos de transporte interno 10% 20 

Elementos de transporte externo 16% 14 

Autocamiones 20% 10 

Mobiliario y enseres     

Mobiliario 10% 20 

Lencería 25% 8 

Cristalería 50% 4 

Útiles y herramientas 25% 8 

Moldes, matrices y modelos 33% 6 

Otros enseres 15% 14 
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Equipos electrónicos e 
informáticos. Sistemas y 
programas 

    

Equipos electrónicos 20% 10 

Equipos para procesos de 
información 

25% 8 

Sistemas y programas 
informáticos. 

33% 6 

Producciones cinematográficas, 
fonográficas, videos y series 
audiovisuales 

33% 6 

Otros elementos 10% 20 

Reglamentariamente se podrán modificar los coeficientes y 
períodos previstos en esta letra o establecer coeficientes y 
períodos adicionales. 

b) Sea el resultado de aplicar un porcentaje constante sobre el 
valor pendiente de amortización. 

El porcentaje constante se determinará ponderando el 
coeficiente de amortización lineal obtenido a partir del período 
de amortización según tablas de amortización oficialmente 
aprobadas, por los siguientes coeficientes: 

1.º 1,5, si el elemento tiene un período de amortización inferior a 
5 años. 

2.º 2, si el elemento tiene un período de amortización igual o 
superior a 5 años e inferior a 8 años. 

3.º 2,5, si el elemento tiene un período de amortización igual o 
superior a 8 años. 

El porcentaje constante no podrá ser inferior al 11 por ciento. 

Los edificios, mobiliario y enseres no podrán acogerse a la 
amortización mediante porcentaje constante. 

c) Sea el resultado de aplicar el método de los números dígitos. 

La suma de dígitos se determinará en función del período de 
amortización establecido en las tablas de amortización 
oficialmente aprobadas. 

Los edificios, mobiliario y enseres no podrán acogerse a la 
amortización mediante números dígitos. 

d) Se ajuste a un plan formulado por el contribuyente y aceptado 
por la Administración tributaria. 

e) El contribuyente justifique su importe. 

El inmovilizado intangible se amortizará atendiendo a su vida útil. 
Cuando la misma no pueda estimarse de manera fiable, la 
amortización será deducible con el límite anual máximo de la 
veinteava parte de su importe. 

La amortización del fondo de comercio será deducible con el 
límite anual máximo de la veinteava parte de su importe. 

No obstante, podrán amortizarse libremente: 

a) Los elementos del inmovilizado material, intangible e 
inversiones inmobiliarias de las sociedades anónimas laborales y 
de las sociedades limitadas laborales afectos a la realización de 

sus actividades, adquiridos durante los cinco primeros años a 
partir de la fecha de su calificación como tales. 

b) Los elementos del inmovilizado material e intangible, excluidos 
los edificios, afectos a las actividades de investigación y 
desarrollo. 

Los edificios podrán amortizarse de forma lineal durante un 
período de 10 años, en la parte que se hallen afectos a las 
actividades de investigación y desarrollo. 

c) Los gastos de investigación y desarrollo activados como 
inmovilizado intangible, excluidas las amortizaciones de los 
elementos que disfruten de libertad de amortización. 

d) Los elementos del inmovilizado material o intangible de las 
entidades que tengan la calificación de explotaciones asociativas 
prioritarias de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 19/1995, de 4 
de julio, de modernización de las explotaciones agrarias, 
adquiridos durante los cinco primeros años a partir de la fecha de 
su reconocimiento como explotación prioritaria. 

e) Los elementos del inmovilizado material nuevos, cuyo valor 
unitario no exceda de 300 euros, hasta el límite de 25.000 euros 
referido al período impositivo. Si el período impositivo tuviera una 
duración inferior a un año, el límite señalado será el resultado de 
multiplicar 25.000 euros por la proporción existente entre la 
duración del período impositivo respecto del año. 

Las cantidades aplicadas a la libertad de amortización minorarán, 
a efectos fiscales, el valor de los elementos amortizados. 

5.3 Correcciones de valor: pérdida por deterioro 
del valor de los elementos patrimoniales. 
Serán deducibles las pérdidas por deterioro de los créditos 
derivadas de las posibles insolvencias de los deudores, cuando en 
el momento del devengo del Impuesto concurra alguna de las 
siguientes circunstancias: 

a) Que haya transcurrido el plazo de 6 meses desde el 
vencimiento de la obligación. 

b) Que el deudor esté declarado en situación de concurso. 

c) Que el deudor esté procesado por el delito de alzamiento de 
bienes. 

d) Que las obligaciones hayan sido reclamadas judicialmente o 
sean objeto de un litigio judicial o procedimiento arbitral de cuya 
solución dependa su cobro. 

No serán deducibles las siguientes pérdidas por deterioro de 
créditos: 

1.º Las correspondientes a créditos adeudados por entidades de 
derecho público, excepto que sean objeto de un procedimiento 
arbitral o judicial que verse sobre su existencia o cuantía. 

2.º Las correspondientes a créditos adeudados por personas o 
entidades vinculadas, salvo que estén en situación de concurso y 
se haya producido la apertura de la fase de liquidación por el juez, 
en los términos establecidos en la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal. 

3.º Las correspondientes a estimaciones globales del riesgo de 
insolvencias de clientes y deudores. 
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No serán deducibles: 

a) Las pérdidas por deterioro del inmovilizado material, 
inversiones inmobiliarias e inmovilizado intangible, incluido el 
fondo de comercio. 

b) Las pérdidas por deterioro de los valores representativos de la 
participación en el capital o en los fondos propios de entidades 
respecto de la que se den las siguientes circunstancias: 

1.ª que, en el período impositivo en que se registre el deterioro, 
no se cumpla el requisito establecido en la letra a) del apartado 1 
del artículo 21 de esta Ley, y 

2.ª que, en caso de participación en el capital o en los fondos 
propios de entidades no residentes en territorio español, en dicho 
período impositivo se cumpla el requisito establecido en la letra 
b) del apartado 1 del citado artículo. 

c) Las pérdidas por deterioro de los valores representativos de 
deuda. 

Las pérdidas por deterioro señaladas en este apartado serán 
deducibles en los términos establecidos en el artículo 20 de esta 
Ley. En el supuesto previsto en la letra b) anterior, aquellas serán 
deducibles siempre que las circunstancias señaladas se den 
durante el año anterior al día en que se produzca la transmisión o 
baja de la participación. 

5.4 Provisiones y otros gastos. 
No serán deducibles los gastos por provisiones y fondos internos 
para la cobertura de contingencias idénticas o análogas a las que 
son objeto del Texto Refundido de la Ley de Regulación de los 
Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre. 

Estos gastos serán fiscalmente deducibles en el período 
impositivo en que se abonen las prestaciones. 

No serán deducibles los gastos relativos a retribuciones a largo 
plazo al personal mediante sistemas de aportación definida o 
prestación definida. No obstante, serán deducibles las 
contribuciones de los promotores de planes de pensiones 
regulados en el Texto Refundido de la Ley de Regulación de los 
Planes y Fondos de Pensiones, así como las realizadas a planes de 
previsión social empresarial. Dichas contribuciones se imputarán 
a cada partícipe o asegurado, en la parte correspondiente, salvo 
las realizadas a planes de pensiones de manera extraordinaria por 
aplicación del artículo 5.3.c) del citado Texto Refundido de la Ley 
de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones. 

Serán igualmente deducibles las contribuciones para la cobertura 
de contingencias análogas a las de los planes de pensiones, 
siempre que se cumplan los siguientes requisitos: 

1.º Que sean imputadas fiscalmente a las personas a quienes se 
vinculen las prestaciones. 

2.º Que se transmita de forma irrevocable el derecho a la 
percepción de las prestaciones futuras. 

3.º Que se transmita la titularidad y la gestión de los recursos en 
que consistan dichas contribuciones. 

Asimismo, serán deducibles las contribuciones efectuadas por las 
empresas promotoras previstas en la Directiva 2003/41/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 de junio de 2003, relativa 
a las actividades y la supervisión de fondos de pensiones de 

empleo, siempre que se cumplan los requisitos anteriores, y las 
contingencias cubiertas sean las previstas en el artículo 8.6 del 
Texto Refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos 
de Pensiones. 

No serán deducibles los siguientes gastos asociados a 
provisiones: 

a) Los derivados de obligaciones implícitas o tácitas. 

b) Los concernientes a los costes de cumplimiento de contratos 
que excedan a los beneficios económicos que se esperan recibir 
de los mismos. 

c) Los derivados de reestructuraciones, excepto si se refieren a 
obligaciones legales o contractuales y no meramente tácitas. 

d) Los relativos al riesgo de devoluciones de ventas. 

e) Los de personal que se correspondan con pagos basados en 
instrumentos de patrimonio, utilizados como fórmula de 
retribución a los empleados, y se satisfagan en efectivo. 

Los gastos correspondientes a actuaciones medioambientales 
serán deducibles cuando se correspondan a un plan formulado 
por el contribuyente y aceptado por la Administración tributaria. 
Reglamentariamente se establecerá el procedimiento para la 
resolución de los planes que se formulen. 

Los gastos de personal que se correspondan con pagos basados 
en instrumentos de patrimonio, utilizados como fórmula de 
retribución a los empleados, y se satisfagan mediante la entrega 
de los mismos, serán fiscalmente deducibles cuando se produzca 
esta entrega. 

Los gastos relativos a las provisiones técnicas realizadas por las 
entidades aseguradoras, serán deducibles hasta el importe de las 
cuantías mínimas establecidas por las normas aplicables. Con ese 
mismo límite, el importe de la dotación en el ejercicio a la reserva 
de estabilización será deducible en la determinación de la base 
imponible, aun cuando no se haya integrado en la cuenta de 
pérdidas y ganancias. Cualquier aplicación de dicha reserva se 
integrará en la base imponible del período impositivo en el que se 
produzca. 

Los gastos inherentes a los riesgos derivados de garantías de 
reparación y revisión, serán deducibles hasta el importe 
necesario para determinar un saldo de la provisión no superior al 
resultado de aplicar a las ventas con garantías vivas a la 
conclusión del período impositivo el porcentaje determinado por 
la proporción en que se hubieran hallado los gastos realizados 
para hacer frente a las garantías habidas en el período impositivo 
y en los dos anteriores en relación a las ventas con garantías 
realizadas en dichos períodos impositivos. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior también se aplicará a las 
dotaciones para la cobertura de gastos accesorios por 
devoluciones de ventas. 

Las entidades de nueva creación también podrán deducir las 
dotaciones a que hace referencia el párrafo primero, mediante la 
fijación del porcentaje referido en este respecto de los gastos y 
ventas realizados en los períodos impositivos que hubieren 
transcurrido. 
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5.5 Gastos no deducibles. 
Según el artículo 15 de la ley del impuesto, no tendrán la 
consideración de gastos fiscalmente deducibles: 

a) Los que representen una retribución de los fondos propios. 

A los efectos de lo previsto en esta Ley, tendrá la consideración 
de retribución de fondos propios, la correspondiente a los valores 
representativos del capital o de los fondos propios de entidades, 
con independencia de su consideración contable. 

Asimismo, tendrán la consideración de retribución de fondos 
propios la correspondiente a los préstamos participativos 
otorgados por entidades que formen parte del mismo grupo de 
sociedades según los criterios establecidos en el artículo 42 del 
Código de Comercio, con independencia de la residencia y de la 
obligación de formular cuentas anuales consolidadas. 

b) Los derivados de la contabilización del Impuesto sobre 
Sociedades y del Impuesto Complementario. No tendrán la 
consideración de ingresos los procedentes de dicha 
contabilización. 

c) Las multas y sanciones penales y administrativas, los recargos 
del período ejecutivo y el recargo por declaración extemporánea 
sin requerimiento previo. 

d) Las pérdidas del juego. 

e) Los donativos y liberalidades. 

No se entenderán comprendidos en esta letra e) los gastos por 
atenciones a clientes o proveedores ni los que con arreglo a los 
usos y costumbres se efectúen con respecto al personal de la 
empresa ni los realizados para promocionar, directa o 
indirectamente, la venta de bienes y prestación de servicios, ni los 
que se hallen correlacionados con los ingresos. 

No obstante, los gastos por atenciones a clientes o proveedores 
serán deducibles con el límite del 1 por ciento del importe neto 
de la cifra de negocios del período impositivo. 

Tampoco se entenderán comprendidos en esta letra e) las 
retribuciones a los administradores por el desempeño de 
funciones de alta dirección, u otras funciones derivadas de un 
contrato de carácter laboral con la entidad. 

f) Los gastos de actuaciones contrarias al ordenamiento jurídico. 

g) Los gastos de servicios correspondientes a operaciones 
realizadas, directa o indirectamente, con personas o entidades 
residentes en países o territorios calificados como paraísos 
fiscales, o que se paguen a través de personas o entidades 
residentes en estos, excepto que el contribuyente pruebe que el 
gasto devengado responde a una operación o transacción 
efectivamente realizada. 

Las normas sobre transparencia fiscal internacional no se 
aplicarán en relación con las rentas correspondientes a los gastos 
calificados como fiscalmente no deducibles. 

h) Los gastos financieros devengados en el período impositivo, 
derivados de deudas con entidades del grupo según los criterios 
establecidos en el artículo 42 del Código de Comercio, con 
independencia de la residencia y de la obligación de formular 
cuentas anuales consolidadas, destinadas a la adquisición, a otras 
entidades del grupo, de participaciones en el capital o fondos 
propios de cualquier tipo de entidades, o a la realización de 

aportaciones en el capital o fondos propios de otras entidades del 
grupo, salvo que el contribuyente acredite que existen motivos 
económicos válidos para la realización de dichas operaciones. 

i) Los gastos derivados de la extinción de la relación laboral, 
común o especial, o de la relación mercantil a que se refiere el 
artículo 17.2.e) de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación 
parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la 
Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, o de ambas, aun 
cuando se satisfagan en varios períodos impositivos, que excedan, 
para cada perceptor, del mayor de los siguientes importes: 

1.º 1 millón de euros. 

2.º El importe establecido con carácter obligatorio en el Estatuto 
de los Trabajadores, en su normativa de desarrollo o, en su caso, 
en la normativa reguladora de la ejecución de sentencias, sin que 
pueda considerarse como tal la establecida en virtud de convenio, 
pacto o contrato. No obstante, en los supuestos de despidos 
colectivos realizados de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 51 del Estatuto de los Trabajadores, o producidos por las 
causas previstas en la letra c) del artículo 52 del citado Estatuto, 
siempre que, en ambos casos, se deban a causas económicas, 
técnicas, organizativas, de producción o por fuerza mayor, será el 
importe establecido con carácter obligatorio en el mencionado 
Estatuto para el despido improcedente. 

A estos efectos, se computarán las cantidades satisfechas por 
otras entidades que formen parte de un mismo grupo de 
sociedades en las que concurran las circunstancias previstas en el 
artículo 42 del Código de Comercio, con independencia de su 
residencia y de la obligación de formular cuentas anuales 
consolidadas. 

j) (Derogada) 

k) Las pérdidas por deterioro de los valores representativos de la 
participación en el capital o en los fondos propios de entidades 
respecto de la que se de alguna de las siguientes circunstancias: 

1.º que, en el período impositivo en que se registre el deterioro, 
se cumplan los requisitos establecidos en el artículo 21 de esta 
Ley, o 

2.º que, en caso de participación en el capital o en los fondos 
propios de entidades no residentes en territorio español, en dicho 
período impositivo no se cumpla el requisito establecido en la 
letra b) del apartado 1 del artículo 21 de esta Ley. 

l) Las disminuciones de valor originadas por aplicación del criterio 
del valor razonable correspondientes a valores representativos de 
las participaciones en el capital o en los fondos propios de 
entidades a que se refiere la letra anterior, que se imputen en la 
cuenta de pérdidas y ganancias, salvo que, con carácter previo, se 
haya integrado en la base imponible, en su caso, un incremento 
de valor correspondiente a valores homogéneos del mismo 
importe. 

m) La deuda tributaria del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, modalidad Actos 
Jurídicos Documentados, documentos notariales, en los 
supuestos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 29 del 
Texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre. 
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n) Los que sean objeto de la deducción establecida en el artículo 
38 bis de esta ley, incluidos los correspondientes a la amortización 
de los activos cuya inversión haya generado el derecho a la 
mencionada deducción. 

5.6 Limitación en la deducibilidad de gastos 
financieros. 
Los gastos financieros netos serán deducibles con el límite del 30 
por ciento del beneficio operativo del ejercicio. 

A estos efectos, se entenderá por gastos financieros netos el 
exceso de gastos financieros respecto de los ingresos derivados 
de la cesión a terceros de capitales propios devengados en el 
período impositivo, excluidos aquellos gastos no deducibles a que 
se refieren las letras g) y h) del artículo 15 y el artículo 15 bis de 
esta ley. 

El beneficio operativo se determinará a partir del resultado de 
explotación de la cuenta de pérdidas y ganancias del ejercicio 
determinado de acuerdo con el Código de Comercio y demás 
normativa contable de desarrollo, eliminando la amortización del 
inmovilizado, la imputación de subvenciones de inmovilizado no 
financiero y otras, el deterioro y resultado por enajenaciones de 
inmovilizado, y adicionando los ingresos financieros de 
participaciones en instrumentos de patrimonio, siempre que se 
correspondan con dividendos o participaciones en beneficios de 
entidades en las que el porcentaje de participación, directo o 
indirecto, sea al menos el 5 por ciento, excepto que dichas 
participaciones hayan sido adquiridas con deudas cuyos gastos 
financieros no resulten deducibles por aplicación de la letra h) del 
apartado 1 del artículo 15 de esta ley. En ningún caso, formarán 
parte del beneficio operativo los ingresos, gastos o rentas que no 
se hubieran integrado en la base imponible de este Impuesto. 

En todo caso, serán deducibles gastos financieros netos del 
período impositivo por importe de 1 millón de euros. 

Los gastos financieros netos que no hayan sido objeto de 
deducción podrán deducirse en los períodos impositivos 
siguientes, conjuntamente con los del período impositivo 
correspondiente, y con el límite previsto en este apartado. 

En el caso de que los gastos financieros netos del período 
impositivo no alcanzaran el límite anterior, la diferencia entre el 
citado límite y los gastos financieros netos del período impositivo 
se adicionará al límite de 1 millón de euros, respecto de la 
deducción de gastos financieros netos en los períodos impositivos 
que concluyan en los cinco años inmediatos y sucesivos, hasta que 
se deduzca dicha diferencia. 

Si el período impositivo de la entidad tuviera una duración inferior 
al año, el importe anterior será el resultado de multiplicar 1 millón 
de euros por la proporción existente entre la duración del período 
impositivo respecto del año. 

5.7 Operaciones vinculadas. 
Las operaciones efectuadas entre personas o entidades 
vinculadas se valorarán por su valor de mercado. Se entenderá 
por valor de mercado aquel que se habría acordado por personas 
o entidades independientes en condiciones que respeten el 
principio de libre competencia. 

Se considerarán personas o entidades vinculadas las siguientes: 

a) Una entidad y sus socios o partícipes. 

b) Una entidad y sus consejeros o administradores, salvo en lo 
correspondiente a la retribución por el ejercicio de sus funciones. 

c) Una entidad y los cónyuges o personas unidas por relaciones de 
parentesco, en línea directa o colateral, por consanguinidad o 
afinidad hasta el tercer grado de los socios o partícipes, 
consejeros o administradores. 

d) Dos entidades que pertenezcan a un grupo. 

e) Una entidad y los consejeros o administradores de otra 
entidad, cuando ambas entidades pertenezcan a un grupo. 

f) Una entidad y otra entidad participada por la primera 
indirectamente en, al menos, el 25 por ciento del capital social o 
de los fondos propios. 

g) Dos entidades en las cuales los mismos socios, partícipes o sus 
cónyuges, o personas unidas por relaciones de parentesco, en 
línea directa o colateral, por consanguinidad o afinidad hasta el 
tercer grado, participen, directa o indirectamente en, al menos, el 
25 por ciento del capital social o los fondos propios. 

h) Una entidad residente en territorio español y sus 
establecimientos permanentes en el extranjero. 

En los supuestos en los que la vinculación se defina en función de 
la relación de los socios o partícipes con la entidad, la 
participación deberá ser igual o superior al 25 por ciento. La 
mención a los administradores incluirá a los de derecho y a los de 
hecho. 

5.8  Efectos de la valoración contable diferente 
a la fiscal. 
De acuerdo con el artículo 20 de la ley del impuesto, cuando un 
elemento patrimonial o un servicio tengan diferente valoración 
contable y fiscal, la entidad adquirente de aquél integrará en su 
base imponible la diferencia entre ambas, de la siguiente manera: 

a) Tratándose de elementos patrimoniales integrantes del activo 
circulante, en el período impositivo en que éstos motiven el 
devengo de un ingreso o un gasto. 

b) Tratándose de elementos patrimoniales no amortizables 
integrantes del inmovilizado, en el período impositivo en que 
éstos se transmitan o se den de baja. 

c) Tratándose de elementos patrimoniales amortizables 
integrantes del inmovilizado, en los períodos impositivos que 
resten de vida útil, aplicando a la citada diferencia el método de 
amortización utilizado respecto de los referidos elementos, salvo 
que sean objeto de transmisión o baja con anterioridad, en cuyo 
caso, se integrará con ocasión de la misma. 

d) Tratándose de servicios, en el período impositivo en que se 
reciban, excepto que su importe deba incorporarse a un elemento 
patrimonial en cuyo caso se estará a lo previsto en los párrafos 
anteriores. 
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6. Reducciones en la base imponible 

6.1 Reducción de las rentas procedentes de 
determinados activos intangibles. 
Las rentas positivas procedentes de la cesión del derecho de uso 
o de explotación de patentes, modelos de utilidad, certificados 
complementarios de protección de medicamentos y de productos 
fitosanitarios, dibujos y modelos legalmente protegidos, que 
deriven de actividades de investigación y desarrollo e innovación 
tecnológica, y software avanzado registrado que derive de 
actividades de investigación y desarrollo, tendrán derecho a una 
reducción en la base imponible en el porcentaje que resulte de 
multiplicar por un 60 por ciento el resultado del siguiente 
coeficiente: 

a) En el numerador, los gastos incurridos por la entidad cedente 
directamente relacionados con la creación del activo, incluidos los 
derivados de la subcontratación con terceros no vinculados con 
aquella. Estos gastos se incrementarán en un 30 por ciento, sin 
que, en ningún caso, el numerador pueda superar el importe del 
denominador. 

b) En el denominador, los gastos incurridos por la entidad cedente 
directamente relacionados con la creación del activo, incluidos los 
derivados de la subcontratación tanto con terceros no vinculados 
con aquella como con personas o entidades vinculadas con 
aquella y de la adquisición del activo. 

En ningún caso se incluirán en el coeficiente anterior gastos 
financieros, amortizaciones de inmuebles u otros gastos no 
relacionados directamente con la creación del activo. 

La reducción prevista en este apartado también resultará de 
aplicación a las rentas positivas procedentes de la transmisión de 
los activos intangibles referidos en el mismo, cuando dicha 
transmisión se realice entre entidades que no tengan la condición 
de vinculadas. 

A efectos de determinar el régimen de protección legal de los 
activos intangibles a que se refiere el párrafo primero de este 
apartado, se estará a lo dispuesto en la normativa española, de la 
Unión Europea e internacional en materia de propiedad industrial 
e intelectual que resulte aplicable en territorio español. 

6.2 Obra benéfico-social de las cajas de ahorro y 
fundaciones bancarias. 
Serán deducibles fiscalmente las cantidades que las cajas de 
ahorro y las fundaciones bancarias destinen de sus resultados a la 
financiación de obras benéfico-sociales, de conformidad con las 
normas por las que se rigen. 

Las cantidades asignadas a la obra benéfico-social de las cajas de 
ahorro y de las fundaciones bancarias deberán aplicarse, al 
menos, en un 50 por ciento, en el mismo período impositivo al 
que corresponda la asignación, o en el inmediato siguiente, a la 
realización de las inversiones afectas, o a sufragar gastos de 
sostenimiento de las instituciones o establecimientos acogidas a 
aquélla. 

No se integrarán en la base imponible: 

a) Los gastos de mantenimiento de la obra benéfico-social que se 
realicen con cargo al fondo de obra social, aun cuando excedieran 
de las asignaciones efectuadas, sin perjuicio de que tengan la 
consideración de aplicación de futuras asignaciones. No obstante, 
dichos gastos serán fiscalmente deducibles cuando, de 
conformidad con la normativa contable que resulte aplicable, se 
registren con cargo a la cuenta de pérdidas y ganancias. 

b) Las rentas derivadas de la transmisión de inversiones afectas a 
la obra benéfico-social. 

La dotación a la obra benéfico-social realizada por las 
fundaciones bancarias o, en su caso, los gastos de mantenimiento 
de la obra benéfico-social que, de acuerdo con la normativa 
contable que resulte aplicable, se registren con cargo a la cuenta 
de pérdidas y ganancias, podrán reducir la base imponible de las 
entidades de crédito en las que participen, en la proporción que 
los dividendos percibidos de las citadas entidades representen 
respecto de los ingresos totales de las fundaciones bancarias, 
hasta el límite máximo de los citados dividendos. Para ello, la 
fundación bancaria deberá comunicar a la entidad de crédito que 
hubiera satisfecho los dividendos el importe de la reducción así 
calculada y la no aplicación de dicha cantidad como partida 
fiscalmente deducible en su declaración de este Impuesto. 

En el caso de no aplicación del importe señalado a los fines de su 
obra benéfico-social, la fundación bancaria deberá comunicar el 
incumplimiento de la referida finalidad a la entidad de crédito, al 
objeto de que esta regularice las cantidades indebidamente 
deducidas en los términos establecidos en el artículo 125.3 de 
esta Ley. 

6.3 Reserva de capitalización. 
Los contribuyentes que tributen al tipo de gravamen previsto en 
los apartados 1 o 6 del artículo 29 de esta ley tendrán derecho a 
una reducción en la base imponible del 20 por ciento del importe 
del incremento de sus fondos propios, siempre que se cumplan 
los siguientes requisitos: 

a) Que el importe del incremento de los fondos propios de la 
entidad se mantenga durante un plazo de 3 años desde el cierre 
del período impositivo al que corresponda esta reducción, salvo 
por la existencia de pérdidas contables en la entidad. 

b) Que se dote una reserva por el importe de la reducción, que 
deberá figurar en el balance con absoluta separación y título 
apropiado y será indisponible durante el plazo previsto en la letra 
anterior. 

A estos efectos, no se entenderá que se ha dispuesto de la 
referida reserva, en los siguientes casos: 

a) Cuando el socio o accionista ejerza su derecho a separarse de 
la entidad. 

b) Cuando la reserva se elimine, total o parcialmente, como 
consecuencia de operaciones a las que resulte de aplicación el 
régimen fiscal especial establecido en el capítulo VII del título VII 
de esta ley. 

c) Cuando la entidad deba aplicar la referida reserva en virtud de 
una obligación de carácter legal. 

Sin perjuicio de lo anterior, el contribuyente tendrá derecho a una 
reducción en la base imponible, en los términos previstos en este 
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apartado, del 23 por ciento del importe del incremento de los 
fondos propios, siempre que la plantilla media total del 
contribuyente, en el período impositivo, se haya incrementado, 
respecto de la plantilla media total del período impositivo 
inmediato anterior en un mínimo de un 2 por ciento sin superar 
un 5 por ciento. En el supuesto de que el incremento de la plantilla 
media total del contribuyente, en el período impositivo, respecto 
de la plantilla media total del período impositivo inmediato 
anterior, se encuentre entre un 5 y un 10 por ciento, el 
contribuyente tendrá derecho a una reducción en la base 
imponible del 26,5 por ciento del importe del incremento de los 
fondos propios. Cuando el referido incremento resulte superior a 
un 10 por ciento, la reducción a la que tendrá derecho el 
contribuyente será del 30 por ciento. 

El referido incremento de plantilla deberá mantenerse durante un 
plazo de 3 años desde el cierre del período impositivo al que 
corresponda la reducción. 

En ningún caso, el derecho a la reducción prevista en este 
apartado podrá superar el siguiente importe: 

i) El 20 por ciento de la base imponible positiva del período 
impositivo previa a esta reducción, a la integración a que se 
refiere el apartado 12 del artículo 11 de esta ley y a la 
compensación de bases imponibles negativas. 

ii) El 25 por ciento de la base imponible positiva del período 
impositivo previa a esta reducción, a la integración a que se 
refiere el apartado 12 del artículo 11 de esta ley y a la 
compensación de bases imponibles negativas, tratándose de 
contribuyentes cuyo importe neto de la cifra de negocios sea 
inferior a 1 millón de euros durante los 12 meses anteriores a la 
fecha en que se inicie el período impositivo al que corresponda 
esta reducción. 

No obstante, en caso de insuficiente base imponible para aplicar 
la reducción, las cantidades pendientes podrán ser objeto de 
aplicación en los períodos impositivos que finalicen en los 2 años 
inmediatos y sucesivos al cierre del período impositivo en que se 
haya generado el derecho a la reducción, conjuntamente con la 
reducción que pudiera corresponder, en su caso, por aplicación 
de lo dispuesto en este artículo en el período impositivo 
correspondiente, y con el límite previsto en las letras i) e ii) 
anteriores.. 

7. Compensación de bases 
imponibles negativas. 
Las bases imponibles negativas que hayan sido objeto de 
liquidación o autoliquidación podrán ser compensadas con las 
rentas positivas de los períodos impositivos siguientes con el 
límite del 70 por ciento de la base imponible previa a la aplicación 
de la reserva de capitalización establecida en el artículo 25 de esta 
Ley y a su compensación. 

En todo caso, se podrán compensar en el período impositivo 
bases imponibles negativas hasta el importe de 1 millón de 
euros. 

La limitación a la compensación de bases imponibles negativas no 
resultará de aplicación en el importe de las rentas 
correspondientes a quitas o esperas consecuencia de un acuerdo 
con los acreedores del contribuyente. Las bases imponibles 
negativas que sean objeto de compensación con dichas rentas no 

se tendrán en consideración respecto del importe de 1 millón de 
euros a que se refiere el párrafo anterior. 

El límite previsto en este apartado no se aplicará en el período 
impositivo en que se produzca la extinción de la entidad, salvo 
que la misma sea consecuencia de una operación de 
reestructuración a la que resulte de aplicación el régimen fiscal 
especial establecido en el Capítulo VII del Título VII de esta Ley. 

Si el período impositivo tuviera una duración inferior al año, las 
bases imponibles negativas que podrán ser objeto de 
compensación en el período impositivo, en los términos 
establecidos en el segundo párrafo del apartado anterior, serán el 
resultado de multiplicar 1 millón de euros por la proporción 
existente entre la duración del período impositivo respecto del 
año. 

El límite establecido en el primer párrafo del apartado 1 de este 
artículo no resultará de aplicación en el caso de entidades de 
nueva creación a que se refiere el artículo 29.1 de esta Ley, en los 
3 primeros períodos impositivos en que se genere una base 
imponible positiva previa a su compensación. 

No podrán ser objeto de compensación las bases imponibles 
negativas cuando concurran las siguientes circunstancias: 

a) La mayoría del capital social o de los derechos a participar en 
los resultados de la entidad que hubiere sido adquirida por una 
persona o entidad o por un conjunto de personas o entidades 
vinculadas, con posterioridad a la conclusión del período 
impositivo al que corresponde la base imponible negativa. 

b) Las personas o entidades a que se refiere el párrafo anterior 
hubieran tenido una participación inferior al 25 por ciento en el 
momento de la conclusión del período impositivo al que 
corresponde la base imponible negativa. 

c) La entidad adquirida se encuentre en alguna de las siguientes 
circunstancias: 

1.º No viniera realizando actividad económica alguna dentro de 
los 3 meses anteriores a la adquisición; 

2.º Realizara una actividad económica en los 2 años posteriores a 
la adquisición diferente o adicional a la realizada con anterioridad, 
que determinara, en sí misma, un importe neto de la cifra de 
negocios en esos años posteriores superior al 50 por ciento del 
importe medio de la cifra de negocios de la entidad 
correspondiente a los 2 años anteriores. Se entenderá por 
actividad diferente o adicional aquella que tenga asignado 
diferente grupo a la realizada con anterioridad, en la Clasificación 
Nacional de Actividades Económicas. 

3.º Se trate de una entidad patrimonial en los términos 
establecidos en el apartado 2 del artículo 5 de esta Ley. 

4.º La entidad haya sido dada de baja en el índice de entidades 
por aplicación de lo dispuesto en la letra b) del apartado 1 del 
artículo 119 de esta Ley. 

El derecho de la Administración para iniciar el procedimiento de 
comprobación de las bases imponibles negativas compensadas o 
pendientes de compensación prescribirá a los 10 años a contar 
desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo establecido 
para presentar la declaración o autoliquidación correspondiente 
al período impositivo en que se generó el derecho a su 
compensación. 
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Transcurrido dicho plazo, el contribuyente deberá acreditar las 
bases imponibles negativas cuya compensación pretenda 
mediante la exhibición de la liquidación o autoliquidación y la 
contabilidad, con acreditación de su depósito durante el citado 
plazo en el Registro Mercantil. 

8. Período impositivo y devengo 
El período impositivo coincidirá con el ejercicio económico de la 
entidad. 

En todo caso concluirá el período impositivo: 

a) Cuando la entidad se extinga. 

Recuerda 

La extinción de la entidad se producirá cuando tenga lugar el 
asiento de cancelación en el Registro Mercantil, quedando 
obligada dicha entidad a presentar la declaración del Impuesto 
en el plazo de los 25 días naturales siguientes a los seis meses 
posteriores a la realización de dicho asiento 

b) Cuando tenga lugar un cambio de residencia de la entidad 
residente en territorio español al extranjero. 

c) Cuando se produzca la transformación de la forma jurídica de 
la entidad y ello determine la no sujeción a este Impuesto de la 
entidad resultante. 

Al objeto de determinar la base imponible correspondiente a este 
período impositivo se entenderá que la entidad se ha disuelto con 
los efectos establecidos en el artículo 17.5 de esta Ley. 

d) Cuando se produzca la transformación de la forma societaria 
de la entidad, o la modificación de su estatuto o de su régimen 
jurídico, y ello determine la modificación de su tipo de gravamen 
o la aplicación de un régimen tributario distinto. 

La renta derivada de la transmisión posterior de los elementos 
patrimoniales existentes en el momento de la transformación o 
modificación, se entenderá generada de forma lineal, salvo 
prueba en contrario, durante todo el tiempo de tenencia del 
elemento transmitido. La parte de dicha renta generada hasta el 
momento de la transformación o modificación se gravará 
aplicando el tipo de gravamen y el régimen tributario que hubiera 
correspondido a la entidad de haber conservado su forma, 
estatuto o régimen originario. 

El período impositivo no excederá de 12 meses. 

De acuerdo con el artículo 28 de la ley del Impuesto, este se 
devengará el último día del período impositivo. 

9 Tipo de gravamen y cuota integra 

9.1 El tipo de gravamen. 
De acuerdo con el artículo 29 de la LIS, el tipo general de 
gravamen para los contribuyentes de este Impuesto será el 25 
por ciento, excepto para las entidades cuyo importe neto de la 
cifra de negocios del período impositivo inmediato anterior sea 
inferior a 1 millón de euros que aplicarán los tipos que se indican 
en la siguiente escala, salvo que de acuerdo con lo previsto en 
este artículo deban tributar a un tipo diferente del general: 

a) Por la parte de base imponible comprendida entre 0 y 50.000 
euros, al tipo del 17 por ciento. (En 2025, el 21% y en 2026, el 19%) 

b) Por la parte de base imponible restante, al tipo del 20 por 
ciento. (En 2025, el 22% y en 2026, el 21%) 

Cuando el período impositivo tenga una duración inferior al año, 
la parte de la base imponible que tributará al tipo del 17 por 
ciento (En 2025, el 21% y en 2026, el 19%) será la resultante de 
aplicar a 50.000 euros la proporción en la que se hallen el número 
de días del período impositivo entre 365 días, o la base imponible 
del período impositivo cuando esta fuera inferior. 

A estos efectos, el importe neto de la cifra de negocios se 
determinará con arreglo a lo dispuesto en los apartados 2 y 3 del 
artículo 101 de esta ley. 

No obstante, las entidades que cumplan las previsiones previstas 
en el artículo 101 de esta ley tributarán al tipo del 20 por ciento, 
(En 2025, el 24%, en 2026, el 23%, en 2027, el 22% y en 2028 el 
21%) excepto si de acuerdo con lo previsto en este artículo deban 
tributar a un tipo diferente del general. 

Tipos de gravamen transitorios 
Los porcentajes que están en cursiva y en azul han sido 
introducidos por la Ley 7/2024 mediante la introducción de una 
Disposición transitoria, la cuadragésima cuarta. Aplicación 
transitoria del tipo de gravamen general para microempresas y 
entidades de reducida dimensión y buscan que la baja hasta el 
porcentaje inferior sea paulatina. 

Finalmente, las entidades de nueva creación que realicen 
actividades económicas tributarán, en el primer período 
impositivo en que la base imponible resulte positiva y en el 
siguiente, al tipo del 15 por ciento, excepto si, de acuerdo con lo 
previsto en este artículo, deban tributar a un tipo inferior. 

A estos efectos, no se entenderá iniciada una actividad 
económica: 

a) Cuando la actividad económica hubiera sido realizada con 
carácter previo por otras personas o entidades vinculadas en el 
sentido del artículo 18 de esta ley y transmitida, por cualquier 
título jurídico, a la entidad de nueva creación. 

b) Cuando la actividad económica hubiera sido ejercida, durante 
el año anterior a la constitución de la entidad, por una persona 
física que ostente una participación, directa o indirecta, en el 
capital o en los fondos propios de la entidad de nueva creación 
superior al 50 por ciento. 

No tendrán la consideración de entidades de nueva creación 
aquellas que formen parte de un grupo en los términos 
establecidos en el artículo 42 del Código de Comercio, con 
independencia de la residencia y de la obligación de formular 
cuentas anuales consolidadas. 

Los tipos de gravamen del 20 por ciento, 17 por ciento y del 15 
por ciento previstos en este apartado no resultarán de aplicación 
a aquellas entidades que tengan la consideración de entidad 
patrimonial, en los términos establecidos en el apartado 2 del 
artículo 5 de esta ley. 

Las sociedades cooperativas fiscalmente protegidas tributarán a 
los tipos de gravamen resultantes de minorar en tres puntos 
porcentuales los tipos de gravamen previstos en el apartado 
anterior, siempre que el tipo resultante no supere el 20 por 
ciento, excepto por lo que se refiere a los resultados 
extracooperativos que tributarán a los tipos previstos en el 
apartado anterior. 
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Las cooperativas de crédito y cajas rurales tributarán a los tipos 
de gravamen previstos en el apartado anterior, excepto por lo que 
se refiere a los resultados extracooperativos, que tributarán al 
tipo del 30 por ciento.. 

Tributarán al 10 por ciento las entidades a las que sea de 
aplicación el régimen fiscal establecido en la Ley 49/2002, de 23 
de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines 
lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

Tributarán al tipo del 1 por ciento: 

a) Las sociedades de inversión de capital variable reguladas por la 
Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de Inversión 
Colectiva, siempre que el número de accionistas requerido sea, 
como mínimo, el previsto en su artículo 9.4. 

b) Los fondos de inversión de carácter financiero previstos en la 
citada Ley, siempre que el número de partícipes requerido sea, 
como mínimo, el previsto en su artículo 5.4. 

c) Las sociedades de inversión inmobiliaria y los fondos de 
inversión inmobiliaria regulados en la citada Ley, distintos de los 
previstos en la letra d) siguiente, siempre que el número de 
accionistas o partícipes requerido sea, como mínimo, el previsto 
en los artículos 5.4 y 9.4 de dicha Ley y que, con el carácter de 
instituciones de inversión colectiva no financieras, tengan por 
objeto exclusivo la inversión en cualquier tipo de inmueble de 
naturaleza urbana para su arrendamiento. 

La aplicación de los tipos de gravamen previstos en este apartado 
requerirá que los bienes inmuebles que integren el activo de las 
Instituciones de Inversión Colectiva a que se refiere el párrafo 
anterior no se enajenen hasta que no hayan transcurrido al menos 
3 años desde su adquisición, salvo que, con carácter excepcional, 
medie la autorización expresa de la Comisión Nacional del 
Mercado de Valores. 

La transmisión de dichos inmuebles antes del transcurso del 
período mínimo a que se refiere esta letra c) determinará que la 
renta derivada de dicha transmisión tributará al tipo general de 
gravamen del Impuesto. Además, la entidad estará obligada a 
ingresar, junto con la cuota del período impositivo 
correspondiente al período en el que se transmitió el bien, los 
importes resultantes de aplicar a las rentas correspondientes al 
inmueble en cada uno de los períodos impositivos anteriores en 
los que hubiera resultado de aplicación el régimen previsto en 
esta letra c), la diferencia entre el tipo general de gravamen 
vigente en cada período y el tipo del 1 por ciento, sin perjuicio de 
los intereses de demora, recargos y sanciones que, en su caso, 
resulten procedentes. 

d) Las sociedades de inversión inmobiliaria y los fondos de 
inversión inmobiliaria regulados en la Ley de Instituciones de 
Inversión Colectiva que, además de reunir los requisitos previstos 
en la letra c), desarrollen la actividad de promoción 
exclusivamente de viviendas para destinarlas a su arrendamiento 
y cumplan las siguientes condiciones: 

1.ª Las inversiones en bienes inmuebles afectas a la actividad de 
promoción inmobiliaria no podrán superar el 20 por ciento del 
total del activo de la sociedad o fondo de inversión inmobiliaria. 

2.ª La actividad de promoción inmobiliaria y la de arrendamiento 
deberán ser objeto de contabilización separada para cada 
inmueble adquirido o promovido, con el desglose que resulte 
necesario para conocer la renta correspondiente a cada vivienda, 
local o finca registral independiente en que éstos se dividan, sin 

perjuicio del cómputo de las inversiones en el total del activo a 
efectos del porcentaje previsto en la letra c). 

3.ª Los inmuebles derivados de la actividad de promoción 
deberán permanecer arrendados u ofrecidos en arrendamiento 
por la sociedad o fondo de inversión inmobiliaria durante un 
período mínimo de 7 años. Este plazo se computará desde la fecha 
de terminación de la construcción. A estos efectos, la terminación 
de la construcción del inmueble se acreditará mediante el 
certificado final de obra a que se refiere el artículo 6 de la Ley 
38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación. 

La transmisión de dichos inmuebles antes del transcurso del 
período mínimo a que se refiere esta letra d) o la letra c) anterior, 
según proceda, determinará que la renta derivada de dicha 
transmisión tributará al tipo general de gravamen del impuesto. 
Además, la entidad estará obligada a ingresar, junto con la cuota 
del período impositivo correspondiente al período en el que se 
transmitió el bien, los importes resultantes de aplicar a las rentas 
correspondientes al inmueble en cada uno de los períodos 
impositivos anteriores en los que hubiera resultado de aplicación 
el régimen previsto en esta letra d) la diferencia entre el tipo 
general de gravamen vigente en cada período y el tipo del 1 por 
ciento, sin perjuicio de los intereses de demora, recargos y 
sanciones que, en su caso, resulten procedentes. 

Las sociedades de inversión inmobiliaria o los fondos de inversión 
inmobiliaria que desarrollen la actividad de promoción de 
viviendas para su arrendamiento estarán obligadas a comunicar 
dicha circunstancia a la Administración tributaria en el período 
impositivo en que se inicie la citada actividad. 

e) El fondo de regulación del mercado hipotecario, establecido en 
el artículo veinticinco de la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de 
regulación del mercado hipotecario. 

Tributarán al tipo del cero por ciento los fondos de pensiones 
regulados en el texto refundido de la Ley de Regulación de los 
Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre. 

Tributarán al tipo del 30 por ciento las entidades de crédito, así 
como las entidades que se dediquen a la exploración, 
investigación y explotación de yacimientos y almacenamientos 
subterráneos de hidrocarburos en los términos establecidos en la 
Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos. 

Las actividades relativas al refino y cualesquiera otras distintas de 
las de exploración, investigación, explotación, transporte, 
almacenamiento, depuración y venta de hidrocarburos extraídos, 
o de la actividad de almacenamiento subterráneo de 
hidrocarburos propiedad de terceros, quedarán sometidas al tipo 
general de gravamen. 

A las entidades que desarrollen exclusivamente la actividad de 
almacenamiento de hidrocarburos propiedad de terceros no les 
resultará aplicable el régimen especial establecido en el Capítulo 
IX del Título VII de esta Ley y tributarán al tipo del 25 por ciento. 

Tributarán al tipo de gravamen especial que resulte de lo 
establecido en el artículo 43 de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de 
modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, las 
entidades de la Zona Especial Canaria, por la parte de base 
imponible correspondiente a las operaciones realizadas efectiva y 
materialmente en el ámbito geográfico de la Zona Especial 
Canaria. 
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9.2 Cuota íntegra y cuota líquida. 
Se entenderá por cuota íntegra la cantidad resultante de aplicar a 
la base imponible el tipo de gravamen. 

En el supuesto de entidades que apliquen lo dispuesto en el 
artículo 105 de esta Ley, la cuota íntegra vendrá determinada por 
el resultado de aplicar el tipo de gravamen a la base imponible 
minorada o incrementada, según corresponda, por las cantidades 
derivadas del citado artículo 105. 

Sobre la cuota íntegra se aplicarán las bonificaciones y 
deducciones que procedan previstas en la normativa del 
Impuesto dando lugar a la cuota líquida del mismo que, en ningún 
caso, podrá ser negativa. 

9.3 Tributación mínima. 
En el caso de contribuyentes cuyo importe neto de la cifra de 
negocios sea al menos de 20 millones de euros durante los 12 
meses anteriores a la fecha en que se inicie el período impositivo 
o que tributen en el régimen de consolidación fiscal, con 
independencia de su importe neto de la cifra de negocios, la cuota 
líquida no podrá ser inferior al resultado de aplicar el 15 por 
ciento a la base imponible, minorada o incrementada, en su caso 
y según corresponda, por las cantidades derivadas del artículo 
105 de esta ley y minorada en la Reserva por Inversiones regulada 
en el artículo 27 de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación 
del Régimen Económico y Fiscal de Canarias. Dicha cuota tendrá 
el carácter de cuota líquida mínima. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de aplicación a los 
contribuyentes que tributen a los tipos de gravamen previstos en 
los apartados 3, 4 y 5 del artículo 29 de esta ley ni a las entidades 
de la Ley 11/2009, de 26 de octubre, por la que se regulan las 
Sociedades Anónimas Cotizadas de Inversión en el Mercado 
Inmobiliario. 

A los efectos de determinar la cuota líquida mínima a la que se 
refiere el primer párrafo de éste apartado, el porcentaje señalado 
en el mismo será el 10 por ciento en las entidades de nueva 
creación que tributen al tipo del 15 por ciento según lo dispuesto 
en el apartado 1 del artículo 29 de esta ley, y el 18 por ciento si 
se trata de entidades que tributen al tipo de gravamen previsto 
en el primer párrafo del apartado 6 del artículo 29 de esta ley. 

Tratándose de entidades cuyo importe neto de la cifra de 
negocios del período impositivo inmediato anterior sea inferior 
a 1 millón de euros, a los efectos de determinar la cuota líquida 
mínima a la que se refiere el primer párrafo de este apartado, el 
porcentaje señalado en el mismo será el resultado de multiplicar 
la escala prevista en el apartado 1 del artículo 29 de esta ley por 
quince veinticincoavos, redondeado por exceso. Tratándose de 
entidades que cumplan las previsiones previstas en el artículo 101 
de esta ley, el porcentaje señalado en el primer párrafo de este 
apartado será el resultado de multiplicar el tipo de gravamen 
previsto en el apartado 1 del artículo 29 de esta ley por quince 
veinticincoavos, redondeado por exceso. 

En el caso de las cooperativas, la cuota líquida mínima no podrá 
ser inferior al resultado de aplicar el 60 por ciento a la cuota 
íntegra calculada de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 20/1990, 
de 19 de diciembre, sobre Régimen Fiscal de las Cooperativas.. 

9.3 Deducción para evitar la doble imposición 
jurídica: impuesto soportado por el 
contribuyente. 
Cuando en la base imponible del contribuyente se integren rentas 
positivas obtenidas y gravadas en el extranjero, se deducirá de la 
cuota íntegra la menor de las dos cantidades siguientes: 

a) El importe efectivo de lo satisfecho en el extranjero por razón 
del gravamen de naturaleza idéntica o análoga a este Impuesto. 

No se deducirán los impuestos no pagados en virtud de exención, 
bonificación o cualquier otro beneficio fiscal. 

Siendo de aplicación un convenio para evitar la doble imposición, 
la deducción no podrá exceder del impuesto que corresponda 
según aquél. 

b) El importe de la cuota íntegra que en España correspondería 
pagar por las mencionadas rentas si se hubieran obtenido en 
territorio español. 

El importe del impuesto satisfecho en el extranjero se incluirá en 
la renta a los efectos previstos en el apartado anterior e, 
igualmente, formará parte de la base imponible, aun cuando no 
fuese plenamente deducible. 

Tendrá la consideración de gasto deducible aquella parte del 
importe del impuesto satisfecho en el extranjero que no sea 
objeto de deducción en la cuota íntegra por aplicación de lo 
señalado en el apartado anterior, siempre que se corresponda 
con la realización de actividades económicas en el extranjero. 

Cuando el contribuyente haya obtenido en el período impositivo 
varias rentas del extranjero, la deducción se realizará agrupando 
las procedentes de un mismo país salvo las rentas de 
establecimientos permanentes, que se computarán aisladamente 
por cada uno de éstos. 

Las cantidades no deducidas por insuficiencia de cuota íntegra 
podrán deducirse en los períodos impositivos siguientes. 

El derecho de la Administración para iniciar el procedimiento de 
comprobación de las deducciones por doble imposición 
aplicadas o pendientes de aplicar prescribirá a los 10 años a 
contar desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo 
establecido para presentar la declaración o autoliquidación 
correspondiente al período impositivo en que se generó el 
derecho a su aplicación. 

9.4 Deducción para evitar la doble imposición 
económica internacional: dividendos y 
participaciones en beneficios. 
Cuando en la base imponible se computen dividendos o 
participaciones en beneficios pagados por una entidad no 
residente en territorio español, se deducirá el impuesto 
efectivamente pagado por esta última respecto de los beneficios 
con cargo a los cuales se abonan los dividendos, en la cuantía 
correspondiente de tales dividendos, siempre que dicha cuantía 
se incluya en la base imponible del contribuyente.  
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Para la aplicación de esta deducción será necesario el 
cumplimiento de los siguientes requisitos: 

a) Que el porcentaje de participación, directa o indirecta, en el 
capital o en los fondos propios de la entidad no residente sea, al 
menos, del 5 por ciento. 

b) Que la participación se hubiera poseído de manera 
ininterrumpida durante el año anterior al día en que sea exigible 
el beneficio que se distribuya o, en su defecto, que se mantenga 
durante el tiempo que sea necesario para completar un año. Para 
el cómputo del plazo se tendrá también en cuenta el período en 
que la participación haya sido poseída ininterrumpidamente por 
otras entidades que reúnan las circunstancias a que se refiere el 
artículo 42 del Código de Comercio para formar parte del mismo 
grupo de sociedades, con independencia de la residencia y de la 
obligación de formular cuentas anuales consolidadas. 

Esta deducción, conjuntamente con la establecida en el artículo 
anterior respecto de los dividendos o participaciones en los 
beneficios, no podrá exceder de la cuota íntegra que 
correspondería pagar en España por estas rentas si se hubieran 
obtenido en territorio español.  

Para calcular dicha cuota íntegra los dividendos o participaciones 
en los beneficios se reducirán en un 5 por ciento en concepto de 
gastos de gestión referidos a dichas participaciones. Dicha 
reducción no se practicará en el caso de los dividendos o 
participaciones en los beneficios en los que concurran las 
circunstancias establecidas en el apartado 11 del artículo 21 de 
esta Ley. 

El exceso sobre dicho límite no tendrá la consideración de gasto 
fiscalmente deducible, sin perjuicio de lo establecido en el 
apartado 2 del artículo 31 de esta Ley. 

Las cantidades no deducidas por insuficiencia de cuota íntegra 
podrán deducirse en los períodos impositivos siguientes. 

El derecho de la Administración para iniciar el procedimiento de 
comprobación de las deducciones por doble imposición aplicadas 
o pendientes de aplicar prescribirá a los 10 años a contar desde el 
día siguiente a aquel en que finalice el plazo establecido para 
presentar la declaración o autoliquidación correspondiente al 
período impositivo en que se generó el derecho a su aplicación. 

9.5 Bonificación por rentas obtenidas en Ceuta 
o Melilla. 
Tendrá una bonificación del 50 por ciento, la parte de cuota 
íntegra que corresponda a las rentas obtenidas en Ceuta o 
Melilla por entidades que operen efectiva y materialmente en 
dichos territorios. 

Las entidades a que se refiere el párrafo anterior serán las 
siguientes: 

a) Entidades españolas domiciliadas fiscalmente en dichos 
territorios. 

b) Entidades españolas domiciliadas fiscalmente fuera de dichos 
territorios y que operen en ellos mediante establecimiento o 
sucursal. 

c) Entidades extranjeras no residentes en España y que operen en 
dichos territorios mediante establecimiento permanente. 

Se entenderá por rentas obtenidas en Ceuta o Melilla aquellas 
que correspondan a actividades que determinen en dichos 
territorios el cierre de un ciclo mercantil con resultados 
económicos. 

A estos efectos, se considerará cumplido lo dispuesto en el 
párrafo anterior en el caso de arrendamiento de inmuebles 
situados en estos territorios. 

No se estimará que median dichas circunstancias cuando se trate 
de operaciones aisladas de extracción, fabricación, compra, 
transporte, entrada y salida de géneros o efectos en aquellos y, 
en general, cuando las operaciones no determinen por sí solas 
rentas. 

A los efectos de la aplicación de la bonificación prevista en este 
artículo, tendrán la consideración de rentas obtenidas en Ceuta o 
Melilla aquellas correspondientes a las entidades relacionadas en 
el apartado 1 de este artículo, que posean, como mínimo, un lugar 
fijo de negocios en dichos territorios, hasta un importe de 50.000 
euros por persona empleada con contrato laboral y a jornada 
completa que ejerza sus funciones en Ceuta o Melilla, con un 
límite máximo total de 400.000 euros. En el supuesto de que se 
obtengan rentas superiores al citado importe, la aplicación de la 
bonificación prevista en este artículo exigirá la acreditación del 
cierre en Ceuta o Melilla de un ciclo mercantil que determine 
resultados económicos. Las cantidades a que se refiere este 
apartado se determinarán a nivel del grupo de sociedades, en el 
supuesto de entidades que formen parte del mismo según los 
criterios establecidos en el artículo 42 del Código de Comercio, 
con independencia de la residencia y de la obligación de formular 
cuentas anuales consolidadas. 

Asimismo, se entenderán obtenidas en Ceuta o Melilla las rentas 
procedentes del comercio al por mayor cuando esta actividad se 
organice, dirija, contrate y facture a través de un lugar fijo de 
negocios situado en dichos territorios que cuente en los mismos 
con los medios materiales y personales necesarios para ello. 

Excepcionalmente, para la determinación de la renta imputable a 
Ceuta o Melilla, obtenida por entidades pesqueras, se procederá 
asignando los siguientes porcentajes: 

a) El 20 por ciento de la renta total al territorio en que esté la sede 
de dirección efectiva. 

b) El 40 por ciento de la renta total se distribuirá en proporción al 
volumen de desembarcos de capturas que realicen en Ceuta o 
Melilla. 

Las exportaciones se imputarán al territorio en que radique la 
sede de dirección efectiva. 

c) El 40 por ciento restante de la renta total, en proporción al valor 
contable de los buques según estén matriculados en Ceuta o 
Melilla y en territorios distintos. 

El porcentaje previsto en la letra c) solo será aplicable cuando la 
entidad de que se trate tenga la sede de dirección efectiva en 
Ceuta o Melilla. En otro caso el porcentaje acrecerá el de la letra 
b). 

En las entidades de navegación marítima y aérea se atribuirá la 
renta a Ceuta o Melilla con arreglo a los mismos criterios y 
porcentajes aplicables a las empresas pesqueras, sustituyendo la 
referencia a desembarcos de las capturas por la de pasajes, fletes 
y arrendamientos allí contratados. 
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Las entidades a las que se refiere la letra a) que tengan su sede de 
dirección efectiva en Ceuta o Melilla y las referidas en la letra c), 
del apartado 1 de este artículo, que operen efectiva y 
materialmente en Ceuta o Melilla durante un plazo no inferior a 3 
años, podrán aplicar la bonificación prevista en este artículo por 
las rentas obtenidas fuera de dichas ciudades en los períodos 
impositivos que finalicen una vez transcurrido el citado plazo 
cuando, al menos, la mitad de sus activos estén situados en 
aquellas. No obstante, quedan exceptuadas de lo previsto en este 
apartado las rentas que procedan del arrendamiento de bienes 
inmuebles situados fuera de dichos territorios. 

El importe máximo de rentas con derecho a bonificación será el 
de las rentas obtenidas en Ceuta o Melilla, en los términos 
señalados en este artículo. 

9.6 Bonificación por prestación de servicios 
públicos locales. 
Tendrá una bonificación del 99 por ciento la parte de cuota 
íntegra que corresponda a las rentas derivadas de la prestación 
de cualquiera de los servicios comprendidos en el apartado 2 del 
artículo 25 o en el apartado 1.a), b) y c) del artículo 36 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, 
de competencias de las entidades locales territoriales, 
municipales y provinciales, excepto cuando se exploten por el 
sistema de empresa mixta o de capital íntegramente privado. 

La bonificación también se aplicará cuando los servicios referidos 
en el párrafo anterior se presten por entidades íntegramente 
dependientes del Estado o de las comunidades autónomas. 

9.7 Deducción por actividades de investigación y 
desarrollo. 
La realización de actividades de investigación y desarrollo dará 
derecho a practicar una deducción de la cuota íntegra, en las 
condiciones establecidas en este apartado. 

a) Concepto de investigación y desarrollo. 

Se considerará investigación a la indagación original planificada 
que persiga descubrir nuevos conocimientos y una superior 
comprensión en el ámbito científico y tecnológico, y desarrollo a 
la aplicación de los resultados de la investigación o de cualquier 
otro tipo de conocimiento científico para la fabricación de nuevos 
materiales o productos o para el diseño de nuevos procesos o 
sistemas de producción, así como para la mejora tecnológica 
sustancial de materiales, productos, procesos o sistemas 
preexistentes. 

Se considerará también actividad de investigación y desarrollo la 
materialización de los nuevos productos o procesos en un plano, 
esquema o diseño, así como la creación de un primer prototipo 
no comercializable y los proyectos de demostración inicial o 
proyectos piloto, siempre que éstos no puedan convertirse o 
utilizarse para aplicaciones industriales o para su explotación 
comercial. 

Asimismo, se considerará actividad de investigación y desarrollo 
el diseño y elaboración del muestrario para el lanzamiento de 
nuevos productos. A estos efectos, se entenderá como 
lanzamiento de un nuevo producto su introducción en el mercado 
y como nuevo producto, aquel cuya novedad sea esencial y no 
meramente formal o accidental. 

También se considerará actividad de investigación y desarrollo la 
creación, combinación y configuración de software avanzado, 
mediante nuevos teoremas y algoritmos o sistemas operativos, 
lenguajes, interfaces y aplicaciones destinados a la elaboración de 
productos, procesos o servicios nuevos o mejorados 
sustancialmente. Se asimilará a este concepto el software 
destinado a facilitar el acceso a los servicios de la sociedad de la 
información a las personas con discapacidad, cuando se realice sin 
fin de lucro. No se incluyen las actividades habituales o rutinarias 
relacionadas con el mantenimiento del software o sus 
actualizaciones menores. 

b) Base de la deducción. 

La base de la deducción estará constituida por el importe de los 
gastos de investigación y desarrollo y, en su caso, por las 
inversiones en elementos de inmovilizado material e intangible 
excluidos los edificios y terrenos. 

Se considerarán gastos de investigación y desarrollo los realizados 
por el contribuyente, incluidas las amortizaciones de los bienes 
afectos a las citadas actividades, en cuanto estén directamente 
relacionados con dichas actividades y se apliquen efectivamente 
a la realización de éstas, constando específicamente 
individualizados por proyectos. 

La base de la deducción se minorará en el importe de las 
subvenciones recibidas para el fomento de dichas actividades e 
imputables como ingreso en el período impositivo. 

Los gastos de investigación y desarrollo que integran la base de la 
deducción deben corresponder a actividades efectuadas en 
España o en cualquier Estado miembro de la Unión Europea o del 
Espacio Económico Europeo. 

Igualmente tendrán la consideración de gastos de investigación y 
desarrollo las cantidades pagadas para la realización de dichas 
actividades en España o en cualquier Estado miembro de la Unión 
Europea o del Espacio Económico Europeo, por encargo del 
contribuyente, individualmente o en colaboración con otras 
entidades. 

Las inversiones se entenderán realizadas cuando los elementos 
patrimoniales sean puestos en condiciones de funcionamiento. 

c) Porcentajes de deducción. 

1.º El 25 por ciento de los gastos efectuados en el período 
impositivo por este concepto. 

En el caso de que los gastos efectuados en la realización de 
actividades de investigación y desarrollo en el período impositivo 
sean mayores que la media de los efectuados en los 2 años 
anteriores, se aplicará el porcentaje establecido en el párrafo 
anterior hasta dicha media, y el 42 por ciento sobre el exceso 
respecto de ésta. Además de la deducción que proceda conforme 
a lo dispuesto en los párrafos anteriores se practicará una 
deducción adicional del 17 por ciento del importe de los gastos de 
personal de la entidad correspondientes a investigadores 
cualificados adscritos en exclusiva a actividades de investigación 
y desarrollo. 

2.º El 8 por ciento de las inversiones en elementos de inmovilizado 
material e intangible, excluidos los edificios y terrenos, siempre 
que estén afectos exclusivamente a las actividades de 
investigación y desarrollo. 
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Los elementos en que se materialice la inversión deberán 
permanecer en el patrimonio del contribuyente, salvo pérdidas 
justificadas, hasta que cumplan su finalidad específica en las 
actividades de investigación y desarrollo, excepto que su vida útil 
conforme al método de amortización, admitido en la letra a) del 
apartado 1 del artículo 12, que se aplique, fuese inferior. 

9.8 Deducción por actividades de innovación 
tecnológica. 
La realización de actividades de innovación tecnológica dará 
derecho a practicar una deducción de la cuota íntegra en las 
condiciones establecidas en este apartado. 

a) Concepto de innovación tecnológica. 

Se considerará innovación tecnológica la actividad cuyo resultado 
sea un avance tecnológico en la obtención de nuevos productos o 
procesos de producción o mejoras sustanciales de los ya 
existentes. Se considerarán nuevos aquellos productos o procesos 
cuyas características o aplicaciones, desde el punto de vista 
tecnológico, difieran sustancialmente de las existentes con 
anterioridad. 

Esta actividad incluirá la materialización de los nuevos productos 
o procesos en un plano, esquema o diseño, la creación de un 
primer prototipo no comercializable, los proyectos de 
demostración inicial o proyectos piloto, incluidos los relacionados 
con la animación y los videojuegos y los muestrarios textiles, de la 
industria del calzado, del curtido, de la marroquinería, del 
juguete, del mueble y de la madera, siempre que no puedan 
convertirse o utilizarse para aplicaciones industriales o para su 
explotación comercial. 

b) Base de la deducción. 

La base de la deducción estará constituida por el importe de los 
gastos del período en actividades de innovación tecnológica que 
correspondan a los siguientes conceptos: 

1.º Actividades de diagnóstico tecnológico tendentes a la 
identificación, la definición y la orientación de soluciones 
tecnológicas avanzadas, con independencia de los resultados en 
que culminen. 

2.º Diseño industrial e ingeniería de procesos de producción, que 
incluirán la concepción y la elaboración de los planos, dibujos y 
soportes destinados a definir los elementos descriptivos, 
especificaciones técnicas y características de funcionamiento 
necesarios para la fabricación, prueba, instalación y utilización de 
un producto, así como la elaboración de muestrarios textiles, de 
la industria del calzado, del curtido, de la marroquinería, del 
juguete, del mueble y de la madera. 

3.º Adquisición de tecnología avanzada en forma de patentes, 
licencias, «know-how» y diseños. No darán derecho a la 
deducción las cantidades satisfechas a personas o entidades 
vinculadas al contribuyente. La base correspondiente a este 
concepto no podrá superar la cuantía de 1 millón de euros. 

4.º Obtención del certificado de cumplimiento de las normas de 
aseguramiento de la calidad de la serie ISO 9000, GMP o similares, 
sin incluir aquellos gastos correspondientes a la implantación de 
dichas normas. 

Se consideran gastos de innovación tecnológica los realizados por 
el contribuyente en cuanto estén directamente relacionados con 

dichas actividades, se apliquen efectivamente a la realización de 
éstas y consten específicamente individualizados por proyectos. 

Los gastos de innovación tecnológica que integran la base de la 
deducción deben corresponder a actividades efectuadas en 
España o en cualquier Estado miembro de la Unión Europea o del 
Espacio Económico Europeo. 

Igualmente, tendrán la consideración de gastos de innovación 
tecnológica las cantidades pagadas para la realización de dichas 
actividades en España o en cualquier Estado miembro de la Unión 
Europea o del Espacio Económico Europeo, por encargo del 
contribuyente, individualmente o en colaboración con otras 
entidades. 

La base de la deducción se minorará en el importe de las 
subvenciones recibidas para el fomento de dichas actividades e 
imputables como ingreso en el período impositivo. 

c) Porcentaje de deducción. 

El 12 por ciento de los gastos efectuados en el período impositivo 
por este concepto. 

9.8 Deducción por inversiones en producciones 
cinematográficas, series audiovisuales y 
espectáculos en vivo de artes escénicas y 
musicales. 
Las inversiones en producciones españolas de largometrajes y 
cortometrajes cinematográficos y de series audiovisuales de 
ficción, animación o documental, que permitan la confección de 
un soporte físico previo a su producción industrial seriada darán 
derecho al productor o a los contribuyentes que participen en la 
financiación a una deducción: 

a) Del 30 por ciento respecto del primer millón de base de la 
deducción. 

b) Del 25 por ciento sobre el exceso de dicho importe. 

La base de la deducción estará constituida por el coste total de la 
producción, así como por los gastos para la obtención de copias y 
los gastos de publicidad y promoción a cargo del productor hasta 
el límite para ambos del 40 por ciento del coste de producción. 

Al menos el 50 por ciento de la base de la deducción deberá 
corresponderse con gastos realizados en territorio español. El 
importe de esta deducción no podrá ser superior a 20 millones de 
euros. En el caso de series audiovisuales, la deducción se 
determinará por episodio y el límite a que se refiere el párrafo 
anterior será de 10 millones de euros por cada episodio 
producido. En el supuesto de una coproducción, los importes 
señalados en este apartado se determinarán, para cada 
coproductor, en función de su respectivo porcentaje de 
participación en aquella. 

Para la aplicación de la deducción, será necesario el cumplimiento 
de los siguientes requisitos: 

a’) Que la producción obtenga el correspondiente certificado de 
nacionalidad y el certificado que acredite el carácter cultural en 
relación con su contenido, su vinculación con la realidad cultural 
española o su contribución al enriquecimiento de la diversidad 
cultural de las obras cinematográficas que se exhiben en España, 
emitidos por el Instituto de la Cinematografía y de las Artes 
Audiovisuales, o por el órgano correspondiente de la Comunidad 
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Autónoma con competencia en la materia. Dichos certificados 
serán vinculantes para la Administración tributaria competente 
en materia de acreditación y aplicación de los anteriores 
incentivos fiscales e identificación del productor beneficiario, con 
independencia del momento de emisión de los mismos. 

b’) Que se entregue una copia nueva y en perfecto estado de la 
producción en la Filmoteca Española o la filmoteca oficialmente 
reconocida por la respectiva Comunidad Autónoma. 

La deducción prevista en este apartado se generará en cada 
período impositivo por el coste de producción incurrido en el 
mismo, si bien se aplicará a partir del período impositivo en el que 
finalice la producción de la obra. 

No obstante, en el supuesto de producciones de animación, la 
deducción prevista en este apartado se aplicará a partir del 
período impositivo en que se obtenga el certificado de 
nacionalidad señalado en la letra a’) anterior. 

La base de la deducción se minorará en el importe de las 
subvenciones recibidas para financiar las inversiones que generan 
derecho a deducción. 

El importe de esta deducción, conjuntamente con el resto de 
ayudas percibidas, no podrá superar el 50 por ciento del coste de 
producción. No obstante, dicho límite se elevará hasta: 

a’’) El 85 por ciento para los cortometrajes. 

b’’) El 80 por ciento para las producciones dirigidas por una 
persona que no haya dirigido o codirigido más de dos 
largometrajes calificados para su explotación comercial en salas 
de exhibición cinematográfica, cuyo presupuesto de producción 
no supere 1.500.000 euros. 

c’’) El 80 por ciento en el caso de las producciones rodadas 
íntegramente en alguna de las lenguas cooficiales distintas al 
castellano que se proyecten en España en dicho idioma cooficial 
o subtitulado. 

d’’) El 80 por ciento en el caso de producciones dirigidas 
exclusivamente por personas con un grado de discapacidad igual 
o superior al 33 por ciento reconocido por el órgano competente. 

e’’) El 75 por ciento en el caso de producciones realizadas 
exclusivamente por directoras. 

f’’) El 75 por ciento en el caso de producciones con un especial 
valor cultural y artístico que necesiten un apoyo excepcional de 
financiación según los criterios que se establezcan mediante 
orden ministerial o en las correspondientes convocatorias de 
ayudas. 

g’’) El 75 por ciento en el caso de los documentales. 

h’’) El 75 por ciento en el caso de las obras de animación cuyo 
presupuesto de producción no supere 2.500.000 euros. 

i’’) El 60 por ciento en el caso de producciones transfronterizas 
financiadas por más de un Estado miembro de la Unión Europea 
y en las que participen productores de más de un Estado 
miembro. 

j’’) El 60 por ciento en el caso de coproducciones internacionales 
con países iberoamericanos. 

Los productores registrados en el Registro Administrativo de 
Empresas Cinematográficas y Audiovisuales del Instituto de la 
Cinematografía y de las Artes Audiovisuales que se encarguen de 

la ejecución de una producción extranjera de largometrajes 
cinematográficos o de obras audiovisuales que permitan la 
confección de un soporte físico previo a su producción industrial 
seriada tendrán derecho a la deducción prevista en este apartado 
por los gastos realizados en territorio español. 

La base de la deducción estará constituida por los siguientes 
gastos realizados en territorio español directamente relacionados 
con la producción: 

1.º Los gastos de personal creativo, siempre que tenga residencia 
fiscal en España o en algún Estado miembro del Espacio 
Económico Europeo. 

2.º Los gastos derivados de la utilización de industrias técnicas y 
otros proveedores. 

El importe de la deducción será: 

a) Del 30 por ciento respecto del primer millón de base de la 
deducción y del 25 por ciento sobre el exceso de dicho importe. 

La deducción se aplicará siempre que los gastos realizados en 
territorio español sean, al menos, de 1 millón de euros. No 
obstante, en el supuesto de producciones de animación tales 
gastos serán, al menos, de 200.000 euros. 

El importe de esta deducción no podrá ser superior a 20 millones 
de euros, por cada producción realizada. 

En el caso de series audiovisuales, la deducción se determinará 
por episodio y el límite a que se refiere el párrafo anterior será de 
10 millones de euros por cada episodio producido. 

El importe de esta deducción, conjuntamente con el resto de 
ayudas percibidas por la empresa contribuyente, no podrá 
superar el 50 por ciento del coste de producción. 

b) Del 30 por ciento de la base de la deducción, cuando el 
productor se encargue de la ejecución de servicios de efectos 
visuales y los gastos realizados en territorio español sean 
inferiores a 1 millón de euros. 

El importe de esta deducción no podrá superar el importe que 
establece el Reglamento (UE) 1407/2013 de la Comisión, de 18 de 
diciembre de 2013, relativo a la aplicación de los artículos 107 y 
108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión a las ayudas de 
minimis. 

La deducción prevista en este apartado queda excluida del límite 
a que se refiere el último párrafo del apartado 1 del artículo 39 de 
esta ley. A efectos del cálculo de dicho límite no se computará 
esta deducción. 

Para la aplicación de la deducción, será necesario el cumplimiento 
de los siguientes requisitos: 

a') que la producción obtenga el correspondiente certificado que 
acredite el carácter cultural en relación con su contenido o su 
vinculación con la realidad cultural española o europea, emitido 
por el Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, 
o por el órgano correspondiente de la Comunidad Autónoma con 
competencia en la materia. Este requisito no será exigible para la 
aplicación de la deducción recogida en la letra b) de este 
apartado. 

b') Que se incorpore en los títulos de crédito finales de la 
producción una referencia específica a haberse acogido al 
incentivo fiscal; la colaboración, en su caso, del Gobierno de 
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España, las Comunidades Autónomas, las Film Commissions o las 
Film Offices que hayan intervenido de forma directa en la 
realización del rodaje u otros procesos de producción 
desarrollados en España, así como, en su caso, los lugares 
específicos de rodaje en España y, para el caso de obras 
audiovisuales de animación, el lugar donde radique el estudio al 
que se le ha encargado el servicio de producción. 

c') Que los titulares de los derechos autoricen el uso del título de 
la obra y del material gráfico y audiovisual de prensa que incluya 
de forma expresa lugares específicos del rodaje o de cualquier 
otro proceso de producción realizado en España, para la 
realización de actividades y elaboración de materiales de 
promoción en España y en el extranjero con fines culturales o 
turísticos, que puedan llevar a cabo las entidades estatales, 
autonómicas o locales con competencias en materia de cultura, 
turismo y economía, así como por las Film Commissions o Film 
Offices que hayan intervenido en la realización del rodaje o 
producción. 

Los gastos realizados en la producción y exhibición de 
espectáculos en vivo de artes escénicas y musicales tendrán una 
deducción del 20 por ciento. 

La base de la deducción estará constituida por los costes directos 
de carácter artístico, técnico y promocional incurridos en las 
referidas actividades. 

La deducción generada en cada período impositivo no podrá 
superar el importe de 500.000 euros por contribuyente. 

Para la aplicación de esta deducción, será necesario el 
cumplimiento de los siguientes requisitos: 

a) Que el contribuyente haya obtenido un certificado al efecto, en 
los términos que se establezcan por Orden Ministerial, por el 
Instituto Nacional de las Artes Escénicas y de la Música. 

b) Que, de los beneficios obtenidos en el desarrollo de estas 
actividades en el ejercicio en el que se genere el derecho a la 
deducción, el contribuyente destine al menos el 50 por ciento a la 
realización de actividades que dan derecho a la aplicación de la 
deducción prevista en este apartado. El plazo para el 
cumplimiento de esta obligación será el comprendido entre el 
inicio del ejercicio en que se hayan obtenido los referidos 
beneficios y los 4 años siguientes al cierre de dicho ejercicio. 

La base de esta deducción se minorará en el importe de las 
subvenciones recibidas para financiar los gastos que generen el 
derecho a la misma. El importe de la deducción, junto con las 
subvenciones percibidas por el contribuyente, no podrá superar 
el 80 por ciento de dichos gastos. 

9.9 Deducciones por creación de empleo. 
Las entidades que contraten a su primer trabajador a través de un 
contrato de trabajo por tiempo indefinido de apoyo a los 
emprendedores, definido en el artículo 4 de la Ley 3/2012, de 6 
de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado 
laboral, que sea menor de 30 años, podrán deducir de la cuota 
íntegra la cantidad de 3.000 euros. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, las entidades 
que tengan una plantilla inferior a 50 trabajadores en el 
momento en que concierten contratos de trabajo por tiempo 
indefinido de apoyo a los emprendedores, definido en el artículo 
4 de la Ley de medidas urgentes para la reforma del mercado 

laboral, con desempleados beneficiarios de una prestación 
contributiva por desempleo regulada en el Título III del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo  1/1994, de 20 de junio, podrán deducir 
de la cuota íntegra el 50 por ciento del menor de los siguientes 
importes: 

a) El importe de la prestación por desempleo que el trabajador 
tuviera pendiente de percibir en el momento de la contratación. 

b) El importe correspondiente a doce mensualidades de la 
prestación por desempleo que tuviera reconocida. 

Esta deducción resultará de aplicación respecto de aquellos 
contratos realizados en el periodo impositivo hasta alcanzar una 
plantilla de 50 trabajadores, y siempre que, en los 12 meses 
siguientes al inicio de la relación laboral, se produzca, respecto de 
cada trabajador, un incremento de la plantilla media total de la 
entidad en, al menos, una unidad respecto a la existente en los 12 
meses anteriores. 

La aplicación de esta deducción estará condicionada a que el 
trabajador contratado hubiera percibido la prestación por 
desempleo durante, al menos, 3 meses antes del inicio de la 
relación laboral. A estos efectos, el trabajador proporcionará a la 
entidad un certificado del Servicio Público de Empleo Estatal 
sobre el importe de la prestación pendiente de percibir en la fecha 
prevista de inicio de la relación laboral. 

Las deducciones previstas en los apartados anteriores se aplicarán 
en la cuota íntegra del periodo impositivo correspondiente a la 
finalización del periodo de prueba de un año exigido en el 
correspondiente tipo de contrato y estarán condicionadas al 
mantenimiento de esta relación laboral durante al menos 3 años 
desde la fecha de su inicio. El incumplimiento de cualquiera de los 
requisitos señalados en este artículo determinará la pérdida de la 
deducción, que se regularizará en la forma establecida en el 
artículo 125.3 de esta Ley. 

No obstante, no se entenderá incumplida la obligación de 
mantenimiento del empleo cuando el contrato de trabajo se 
extinga, una vez transcurrido el periodo de prueba, por causas 
objetivas o despido disciplinario cuando uno u otro sea declarado 
o reconocido como procedente, dimisión, muerte, jubilación o 
incapacidad permanente total, absoluta o gran invalidez del 
trabajador. 

El trabajador contratado que diera derecho a una de las 
deducciones previstas en este artículo no se computará a efectos 
del incremento de plantilla establecido en el artículo 102 de esta 
Ley. 

En el supuesto de contratos a tiempo parcial, las deducciones 
previstas en este artículo se aplicarán de manera proporcional a 
la jornada de trabajo pactada en el contrato. 

9.10 Deducción por creación de empleo para 
trabajadores con discapacidad. 
Será deducible de la cuota íntegra la cantidad de 9.000 euros por 
cada persona/año de incremento del promedio de plantilla de 
trabajadores con discapacidad en un grado igual o superior al 33 
por ciento e inferior al 65 por ciento, contratados por el 
contribuyente, experimentado durante el período impositivo, 
respecto a la plantilla media de trabajadores de la misma 
naturaleza del período inmediato anterior. 
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Será deducible de la cuota íntegra la cantidad de 12.000 euros por 
cada persona/año de incremento del promedio de plantilla de 
trabajadores con discapacidad en un grado igual o superior al 65 
por ciento, contratados por el contribuyente, experimentado 
durante el período impositivo, respecto a la plantilla media de 
trabajadores de la misma naturaleza del período inmediato 
anterior. 

3. Los trabajadores contratados que dieran derecho a la 
deducción prevista en este artículo no se computarán a efectos 
de la libertad de amortización con creación de empleo regulada 
en el artículo 102 de esta Ley. 

9.11 Deducción por inversiones realizadas por 
las autoridades portuarias. 
Las autoridades portuarias podrán deducir de la cuota íntegra: 

a) Las inversiones y gastos relacionados con: 

1.º La infraestructura y los servicios de control del tráfico 
marítimo. 

2.º Los servicios e infraestructuras destinados a mejorar la 
seguridad de la navegación y los movimientos de los buques en el 
mar litoral español, incluidos los elementos de señalización 
marítima, balizamiento y ayudas a la navegación, cuyos 
beneficiarios no sean principalmente los usuarios del puerto que 
los construye y mantiene. 

3.º Los accesos terrestres viarios y ferroviarios de servicio público 
general, los accesos marítimos, los dragados, que beneficien a la 
colectividad en su conjunto y cuyos beneficiarios no sean 
principalmente los usuarios del puerto, así como las 
infraestructuras de mejora de las redes generales de transporte 
de uso común. 

4.º Las infraestructuras de protección y resistencia contra 
condiciones climáticas extremas cuyos beneficiarios no sean 
principalmente los usuarios del puerto. 

5.º Los servicios e infraestructuras de salvamento marítimo 
asociados al ejercicio del poder público, siempre y cuando dichas 
infraestructuras no se exploten comercialmente, y la formación 
de los servicios públicos responsables en materia de emergencias, 
seguridad y salvamento, siempre y cuando dicha formación no 
sea obligatoria para las empresas. 

6.º La elaboración e implantación de planes de seguridad y 
protección, en la medida en que estos costes no estén asociados 
a requisitos obligatorios de seguridad que todas las compañías 
deban cumplir, y la atención de emergencias de protección civil, 
en ambos casos, cuando estas actividades estén asociadas al 
ejercicio de poder público y siempre que sus beneficiarios no sean 
principalmente los usuarios del puerto. 

7.º Los servicios e infraestructuras de defensa contra incendios, 
desprendimientos y otros riesgos relacionados con la protección 
civil, asociados al ejercicio de poder público, que no se exploten 
comercialmente, que no sean obligatorios para las empresas, que 
beneficien a la colectividad en su conjunto y cuyos beneficiarios 
no sean principalmente los usuarios del puerto. 

8.º Los servicios e infraestructura utilizados exclusivamente por 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y por la Policía portuaria en el 
ejercicio de poder público. 

9.º Los servicios e infraestructuras sanitarias para la atención a 
personas en situaciones de vulnerabilidad, siempre y cuando las 
infraestructuras no se utilicen para actividades económicas del 
puerto. 

10.º Las infraestructuras y servicios para el control aduanero de 
mercancías, para la inspección en frontera exigidos por normas 
con rango de ley en los ámbitos de sanidad animal, sanidad 
vegetal, sanidad exterior y seguridad industrial e interés público, 
y las relacionadas con el control de pasajeros y la inmigración. 

11.º Las infraestructuras y servicios para la vigilancia de la 
contaminación, las emergencias en materia medioambiental y 
lucha contra la contaminación asociadas al ejercicio de poder 
público, cuyos costes no sean legalmente repercutibles al 
causante de la emergencia, ni sean costes en los que se incurra 
simplemente para cumplir la normativa legalmente obligatoria 
para todas las empresas, la descontaminación de suelos que no 
se destinen al desarrollo de una actividad económica, el desguace 
de embarcaciones y equipos abandonados, cuyo tratamiento 
recaiga legalmente sobre la autoridad portuaria por haber 
quedado desiertos los procedimientos destinados a identificar el 
interés privado en su desguace, retirada o achatarramiento, y el 
saneamiento, limpieza general portuaria y retirada de residuos 
distintos de los generados por los usuarios del puerto, tales como 
los desechos generados por los buques, los residuos de la carga y 
similares. 

12.º Los servicios e infraestructuras realizados para organismos 
internacionales como consecuencia de obligaciones contraídas 
por el Reino de España en el marco de un tratado internacional. 

13.º Los servicios e infraestructuras dedicadas a la Defensa 
Nacional. 

14.º Los servicios e instalaciones utilizados para el desarrollo de 
actividades científicas cuyos resultados no tengan por objeto su 
explotación económica y a las actuaciones de monitorización y 
predicción del medio físico con fines de investigación e 
información meteorológica cuyos resultados no se exploten 
comercialmente. 

15.º Los servicios de alumbrado de zonas comunes en beneficio 
de la colectividad, de uso público y abiertas cuyos beneficiarios no 
sean principalmente los usuarios del puerto. 

16.º Las actuaciones de protección o corrección de la deriva litoral 
cuyos beneficiarios no sean principalmente los usuarios del 
puerto. 

17.º Las inversiones y servicios relacionados con el fomento de la 
cultura y el patrimonio histórico y cultural, incluidos los previstos 
en el apartado 1 del artículo sesenta y ocho de la Ley 16/1985, de 
25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, en los supuestos en 
los que las obras públicas no estén relacionadas con la actividad 
económica de la autoridad portuaria, así como las actuaciones de 
rehabilitación de bienes con protección cultural que no se 
exploten comercialmente y beneficien a la sociedad en su 
conjunto. 

18.º Las actuaciones de urbanización y en desarrollo y 
revitalización de suelo público para su uso público sin explotación 
comercial. 

b) Las inversiones y gastos realizados para la construcción, 
sustitución o mejora de las infraestructuras de los puertos 
marítimos, para la construcción, sustitución o mejora de las 
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infraestructuras de acceso a los mismos o para las actividades de 
dragado, en los términos y con las condiciones previstas en el 
capítulo I y en los artículos 56 ter y 56 quater del Reglamento (UE) 
Nº 651/2014, de la Comisión, de 17 de junio de 2014, por el que 
se declaran determinadas categorías de ayudas compatibles con 
el mercado interior en aplicación de los artículos 107 y 108 del 
Tratado. El importe de la deducción será el que resulte de aplicar 
a dichas inversiones y gastos el porcentaje de intensidad máxima 
de ayuda permitida calculada con arreglo a lo dispuesto en el 
artículo 56 ter y 56 quater, respectivamente, del Reglamento (UE) 
Nº 651/2014. 

c) Las inversiones que superen los umbrales establecidos en las 
letras ee) y ff) del apartado 1 del artículo 4 del Reglamento (UE) 
Nº 651/2014 podrán deducirse en la medida en que la Comisión 
Europea haya declarado su compatibilidad con el mercado 
interior de conformidad con lo previsto en el apartado 3 del 
artículo 108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea 
y se cumplan las condiciones establecidas por la Comisión en la 
Decisión correspondiente. El importe de la deducción será el que 
resulte de aplicar a dichas inversiones el porcentaje de intensidad 
máxima de ayuda autorizada por la Comisión. 

9.12 Deducción por contribuciones 
empresariales a sistemas de previsión social 
empresarial. 
El sujeto pasivo podrá practicar una deducción en la cuota íntegra 
del 10 por ciento de las contribuciones empresariales imputadas 
a favor de los trabajadores con retribuciones brutas anuales 
inferiores a 27.000 euros, siempre que tales contribuciones se 
realicen a planes de pensiones de empleo, a planes de previsión 
social empresarial, a planes de pensiones regulados en la 
Directiva (UE) 2016/2341 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 14 de diciembre de 2016, relativa a las actividades y la 
supervisión de los fondos de pensiones de empleo y a 
mutualidades de previsión social que actúen como instrumento 
de previsión social de los que sea promotor el sujeto pasivo. 

Cuando se trate de trabajadores con retribuciones brutas anuales 
iguales o superiores a 27.000 euros, la deducción prevista en el 
párrafo anterior se aplicará sobre la parte proporcional de las 
contribuciones empresariales que correspondan al importe de la 
retribución bruta anual reseñado en dicho párrafo. 

9.13 Normas comunes a las deducciones 
previstas en este capítulo. 
Las deducciones previstas en el presente Capítulo se practicarán 
una vez realizadas las deducciones y bonificaciones de los 
Capítulos II y III de este Título. 

Las cantidades correspondientes al período impositivo no 
deducidas podrán aplicarse en las liquidaciones de los periodos 
impositivos que concluyan en los 15 años inmediatos y sucesivos. 
No obstante, las cantidades correspondientes a la deducción por 
actividades de investigación y desarrollo e innovación tecnológica 
podrán aplicarse en las liquidaciones de los períodos impositivos 
que concluyan en los 18 años inmediatos y sucesivos. 

El cómputo de los plazos para la aplicación de las deducciones 
previstas en este Capítulo podrá diferirse hasta el primer ejercicio 
en que, dentro del periodo de prescripción, se produzcan 
resultados positivos, en los siguientes casos: 

a) En las entidades de nueva creación. 

b) En las entidades que saneen pérdidas de ejercicios anteriores 
mediante la aportación efectiva de nuevos recursos, sin que se 
considere como tal la aplicación o capitalización de reservas. 

El importe de las deducciones previstas en este Capítulo a las que 
se refiere este apartado, aplicadas en el periodo impositivo, no 
podrán exceder conjuntamente del 25 por ciento de la cuota 
íntegra minorada en las deducciones para evitar la doble 
imposición internacional y las bonificaciones. No obstante, el 
limite se elevará al 50 por ciento cuando el importe de las 
deducciones previstas en los artículos 35 y 36 de esta Ley, que 
corresponda a gastos e inversiones efectuados en el propio 
período impositivo, exceda del 10 por ciento de la cuota íntegra, 
minorada en las deducciones para evitar la doble imposición 
internacional y las bonificaciones. 

10 Incentivos fiscales para las 
entidades de reducida dimensión 

10.1 Ámbito de aplicación. Cifra de negocios. 
Los incentivos fiscales establecidos en este capítulo se aplicarán 
siempre que el importe neto de la cifra de negocios habida en el 
período impositivo inmediato anterior sea inferior a 10 millones 
de euros. 

No obstante, dichos incentivos no resultarán de aplicación 
cuando la entidad tenga la consideración de entidad patrimonial 
en los términos establecidos en el apartado 2 del artículo 5 de 
esta Ley. 

Cuando la entidad fuere de nueva creación, el importe de la cifra 
de negocios se referirá al primer período impositivo en que se 
desarrolle efectivamente la actividad. Si el período impositivo 
inmediato anterior hubiere tenido una duración inferior al año, o 
la actividad se hubiere desarrollado durante un plazo también 
inferior, el importe neto de la cifra de negocios se elevará al año. 

Los incentivos fiscales establecidos en este capítulo también 
serán de aplicación en los 3 períodos impositivos inmediatos y 
siguientes a aquel período impositivo en que la entidad o 
conjunto de entidades a que se refiere el apartado anterior, 
alcancen la referida cifra de negocios de 10 millones de euros, 
determinada de acuerdo con lo establecido en este artículo, 
siempre que las mismas hayan cumplido las condiciones para ser 
consideradas como de reducida dimensión tanto en aquel 
período como en los 2 períodos impositivos anteriores a este 
último. 

Lo establecido en el párrafo anterior será igualmente aplicable 
cuando dicha cifra de negocios se alcance como consecuencia de 
que se haya realizado una operación acogida al régimen fiscal 
establecido en el Capítulo VII del Título VII de esta Ley, siempre 
que las entidades que hayan realizado tal operación cumplan las 
condiciones para ser consideradas como de reducida dimensión 
tanto en el período impositivo en que se realice la operación 
como en los 2 períodos impositivos anteriores a este último. 
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10.2 Libertad de amortización. 
Los elementos nuevos del inmovilizado material y de las 
inversiones inmobiliarias, afectos a actividades económicas, 
puestos a disposición del contribuyente en el período impositivo 
en el que se cumplan las condiciones del artículo anterior, podrán 
ser amortizados libremente siempre que, durante los 24 meses 
siguientes a la fecha del inicio del período impositivo en que los 
bienes adquiridos entren en funcionamiento, la plantilla media 
total de la empresa se incremente respecto de la plantilla media 
de los 12 meses anteriores, y dicho incremento se mantenga 
durante un período adicional de otros 24 meses. 

La cuantía de la inversión que podrá beneficiarse del régimen de 
libertad de amortización será la que resulte de multiplicar la cifra 
de 120.000 euros por el referido incremento calculado con dos 
decimales. 

Para el cálculo de la plantilla media total de la empresa y de su 
incremento se tomarán las personas empleadas, en los términos 
que disponga la legislación laboral, teniendo en cuenta la jornada 
contratada en relación a la jornada completa. 

La libertad de amortización será aplicable desde la entrada en 
funcionamiento de los elementos que puedan acogerse a ella. 

El régimen previsto en el apartado anterior también será de 
aplicación a los elementos encargados en virtud de un contrato 
de ejecución de obra suscrito en el período impositivo, siempre 
que su puesta a disposición sea dentro de los 12 meses siguientes 
a su conclusión. 

En el supuesto de que se incumpliese la obligación de 
incrementar o mantener la plantilla se deberá proceder a 
ingresar la cuota íntegra que hubiere correspondido a la cantidad 
deducida en exceso más los intereses de demora 
correspondientes. 

El ingreso de la cuota íntegra y de los intereses de demora se 
realizará conjuntamente con la autoliquidación correspondiente 
al período impositivo en el que se haya incumplido una u otra 
obligación. 

Lo previsto en este artículo también será de aplicación a los 
elementos nuevos del inmovilizado material y de las inversiones 
inmobiliarias objeto de un contrato de arrendamiento financiero, 
a condición de que se ejercite la opción de compra. 

10.3 Amortización de los elementos nuevos del 
inmovilizado material y de las inversiones 
inmobiliarias y del inmovilizado intangible. 
Los elementos nuevos del inmovilizado material y de las 
inversiones inmobiliarias, así como los elementos del 
inmovilizado intangible, afectos en ambos casos a actividades 
económicas, puestos a disposición del contribuyente en el 
período impositivo en el que se cumplan las condiciones del 
artículo 101 de esta Ley, podrán amortizarse en función del 
coeficiente que resulte de multiplicar por 2 el coeficiente de 
amortización lineal máximo previsto en las tablas de amortización 
oficialmente aprobadas. 

El régimen previsto en el apartado anterior también será de 
aplicación a los elementos encargados en virtud de un contrato 
de ejecución de obra suscrito en el período impositivo, siempre 

que su puesta a disposición sea dentro de los 12 meses siguientes 
a su conclusión. 

10.4. Pérdidas por deterioro de los créditos por 
posibles insolvencias de deudores. 
En el período impositivo en el que se cumplan las condiciones del 
artículo 101 de esta Ley, será deducible la pérdida por deterioro 
de los créditos para la cobertura del riesgo derivado de las 
posibles insolvencias hasta el límite del 1 por ciento sobre los 
deudores existentes a la conclusión del período impositivo. 

Los deudores sobre los que se hubiere reconocido la pérdida por 
deterioro de los créditos por insolvencias establecidas en el 
artículo 13.1 de esta Ley y aquellos otros cuyas pérdidas por 
deterioro no tengan el carácter de deducibles según lo dispuesto 
en dicho artículo, no se incluirán entre los deudores referidos en 
el apartado anterior. 

El saldo de la pérdida por deterioro efectuada de acuerdo con lo 
previsto en el apartado 1 no podrá exceder del límite citado en 
dicho apartado.. Las pérdidas por deterioro de los créditos para la 
cobertura del riesgo derivado de las posibles insolvencias de los 
deudores, efectuadas en los períodos impositivos en los que 
hayan dejado de cumplirse las condiciones del artículo 101 de 
esta Ley, no serán deducibles hasta el importe del saldo de la 
pérdida por deterioro a que se refiere el apartado 1. 

10.5. Reserva de nivelación de bases 
imponibles. 
Las entidades que cumplan las condiciones establecidas en el 
artículo 101 de esta Ley en el período impositivo y apliquen el tipo 
de gravamen previsto en el primer párrafo del apartado 1 del 
artículo 29 de esta Ley, podrán minorar su base imponible positiva 
hasta el 10 por ciento de su importe. 

En todo caso, la minoración no podrá superar el importe de 1 
millón de euros. Si el período impositivo tuviera una duración 
inferior a un año, el importe de la minoración no podrá superar el 
resultado de multiplicar 1 millón de euros por la proporción 
existente entre la duración del período impositivo respecto del 
año. 

Las cantidades a que se refiere el apartado anterior se adicionarán 
a la base imponible de los períodos impositivos que concluyan en 
los 5 años inmediatos y sucesivos a la finalización del período 
impositivo en que se realice dicha minoración, siempre que el 
contribuyente tenga una base imponible negativa, y hasta el 
importe de la misma. 

El importe restante se adicionará a la base imponible del período 
impositivo correspondiente a la fecha de conclusión del referido 
plazo. 

El contribuyente deberá dotar una reserva por el importe de la 
minoración a que se refiere el apartado 1 de este artículo, que 
será indisponible hasta el período impositivo en que se produzca 
la adición a la base imponible de la entidad de las cantidades a 
que se refiere el apartado anterior. 

La reserva deberá dotarse con cargo a los resultados positivos del 
ejercicio en que se realice la minoración en base imponible. En 
caso de no poderse dotar esta reserva, la minoración estará 
condicionada a que la misma se dote con cargo a los primeros 
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resultados positivos de ejercicios siguientes respecto de los que 
resulte posible realizar esa dotación. 

A estos efectos, no se entenderá que se ha dispuesto de la 
referida reserva, en los siguientes casos: 

a) Cuando el socio o accionista ejerza su derecho a separarse de 
la entidad. 

b) Cuando la reserva se elimine, total o parcialmente, como 
consecuencia de operaciones a las que resulte de aplicación el 
régimen fiscal especial establecido en el Capítulo VII del Título VII 
de esta Ley. 

c) Cuando la entidad deba aplicar la referida reserva en virtud de 
una obligación de carácter legal. 

La minoración prevista en este artículo se tendrá en cuenta a los 
efectos de determinar los pagos fraccionados a que se refiere el 
apartado 3 del artículo 40 de esta Ley. 

Las cantidades destinadas a la dotación de la reserva prevista en 
este artículo no podrán aplicarse, simultáneamente, al 
cumplimiento de la reserva de capitalización establecida en el 
artículo 25 de esta Ley ni de la Reserva para Inversiones en 
Canarias prevista en el artículo 27 de la Ley 19/1994, de 6 de julio, 
de modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias. 

El incumplimiento de lo dispuesto en este artículo determinará la 
integración en la cuota íntegra del período impositivo en que 
tenga lugar el incumplimiento, la cuota íntegra correspondiente a 
las cantidades que han sido objeto de minoración, incrementadas 
en un 5 por ciento, además de los intereses de demora. 

11. El pago fraccionado. 
En los primeros 20 días naturales de los meses de abril, octubre y 
diciembre, los contribuyentes deberán efectuar un pago 
fraccionado a cuenta de la liquidación correspondiente al período 
impositivo que esté en curso el día 1 de cada uno de los meses 
indicados. 

Recuerda 

El modelo 202 será utilizado con carácter general por los 
obligados a efectuar pagos fraccionados, el cual incluirá un anexo 
para comunicación de datos adicionales a la declaración en 
exclusividad para los contribuyentes cuyo importe neto de la cifra 
de negocios en los doce meses anteriores a la fecha de iniciación 
del período impositivo haya sido al menos de diez millones de 
euros. 

No deberán efectuar el referido pago fraccionado ni estarán 
obligadas a presentar la correspondiente declaración las 
entidades a las que se refieren los apartados 4 y 5 del artículo 29 
de esta Ley. 

La base para calcular el pago fraccionado será la cuota íntegra del 
último período impositivo cuyo plazo de declaración estuviese 
vencido el primer día de los 20 naturales a que hace referencia el 
apartado anterior, minorado en las deducciones y bonificaciones 
que le fueren de aplicación al contribuyente, así como en las 
retenciones e ingresos a cuenta correspondientes a aquél. 

Cuando el último período impositivo concluido sea de duración 
inferior al año se tomará también en cuenta la parte proporcional 
de la cuota de períodos impositivos anteriores, hasta completar 
un período de 12 meses. 

La cuantía del pago fraccionado previsto en este apartado será el 
resultado de aplicar a la base el porcentaje del 18 por ciento. 

Los pagos fraccionados también podrán realizarse, a opción del 
contribuyente, sobre la parte de la base imponible del período 
de los 3, 9 u 11 primeros meses de cada año natural determinada 
según las normas previstas en esta Ley. 

Los contribuyentes cuyo período impositivo no coincida con el 
año natural realizarán el pago fraccionado sobre la parte de la 
base imponible correspondiente a los días transcurridos desde el 
inicio del período impositivo hasta el día anterior al inicio de cada 
uno de los períodos de ingreso del pago fraccionado a que se 
refiere el apartado 1. En estos supuestos, el pago fraccionado será 
a cuenta de la liquidación correspondiente al período impositivo 
que esté en curso el día anterior al inicio de cada uno de los 
citados períodos de pago. 

Para que la opción a que se refiere este apartado sea válida y 
produzca efectos, deberá ser ejercida en la correspondiente 
declaración censal, durante el mes de febrero del año natural a 
partir del cual deba surtir efectos, siempre y cuando el período 
impositivo a que se refiera la citada opción coincida con el año 
natural. En caso contrario, el ejercicio de la opción deberá 
realizarse en la correspondiente declaración censal, durante el 
plazo de 2 meses a contar desde el inicio de dicho período 
impositivo o dentro del plazo comprendido entre el inicio de dicho 
período impositivo y la finalización del plazo para efectuar el 
primer pago fraccionado correspondiente al referido período 
impositivo cuando este último plazo fuera inferior a 2 meses. 

El contribuyente quedará vinculado a esta modalidad del pago 
fraccionado respecto de los pagos correspondientes al mismo 
período impositivo y siguientes, en tanto no se renuncie a su 
aplicación a través de la correspondiente declaración censal que 
deberá ejercitarse en los mismos plazos establecidos en el párrafo 
anterior. 

No obstante, estarán obligados a aplicar la modalidad a que se 
refiere este apartado los contribuyentes cuyo importe neto de la 
cifra de negocios haya superado la cantidad de 6 millones de 
euros durante los 12 meses anteriores a la fecha en que se inicie 
el período impositivo al que corresponda el pago fraccionado. 

La cuantía del pago fraccionado previsto en este apartado será 
el resultado de aplicar a la base el porcentaje que resulte de 
multiplicar por cinco séptimos el tipo de gravamen redondeado 
por defecto. De la cuota resultante se deducirán las 
bonificaciones del Capítulo III del presente título, otras 
bonificaciones que le fueren de aplicación al contribuyente, las 
retenciones e ingresos a cuenta practicados sobre los ingresos del 
contribuyente, y los pagos fraccionados efectuados 
correspondientes al período impositivo. 

El pago fraccionado tendrá la consideración de deuda tributaria. 

12. Retenciones y pagos a cuenta 
Serán deducibles de la cuota líquida o, en su caso, de la cuota 
líquida mínima: 

a) Las retenciones a cuenta. 

b) Los ingresos a cuenta. 

c) Los pagos fraccionados. 
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Cuando dichos conceptos superen el importe de la cuota líquida 
del Impuesto o, en su caso, de la cuota líquida mínima, la 
Administración tributaria procederá a devolver, de oficio, el 
exceso. 

13. Gestión del Impuesto 

13.1 El índice de entidades 
En cada Delegación de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria se llevará un índice de entidades en el que se inscribirán 
las que tengan su domicilio fiscal dentro de su ámbito territorial, 
excepto las entidades a que se refiere el apartado 1 del artículo 9 
de esta Ley. 

13.2 Baja en el índice de entidades. 
La Agencia Estatal de Administración Tributaria dictará, previa 
audiencia de los interesados, acuerdo de baja provisional en el 
Índice de Entidades en los siguientes casos: 

a) Cuando se proceda a la declaración de fallido por insolvencia 
total de la entidad respecto de débitos tributarios para con la 
Hacienda Pública del Estado, de conformidad con lo dispuesto en 
el Reglamento General de Recaudación aprobado por el Real 
Decreto 939/2005, de 29 de julio. 

b) Cuando la entidad no hubiere presentado la declaración por 
este impuesto correspondiente a 3 períodos impositivos 
consecutivos. 

El acuerdo de baja provisional será notificado al registro público 
correspondiente, que deberá proceder a extender en la hoja 
abierta a la entidad afectada una nota marginal en la que se hará 
constar que, en lo sucesivo, no podrá realizarse ninguna 
inscripción que a aquélla concierna sin presentación de 
certificación de alta en el índice de entidades. 

El acuerdo de baja provisional no exime a la entidad afectada de 
ninguna de las obligaciones tributarias que le pudieran incumbir. 

El artículo 57 del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades nos 
indica que: 

 Mediante el censo de Empresarios, Profesionales y 
Retenedores a que se refiere el artículo 9 del Reglamento 
General de las actuaciones y los procedimiento de gestión e 
inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes 
de los procedimientos de aplicación de los tributos, 
aprobado por el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, se 
llevará en cada una de las Delegaciones el índice de 
entidades a que se refiere el artículo 118 de la Ley del 
Impuesto. 

 Las modificaciones censales y solicitudes de baja del índice 
de los contribuyentes adscritos a las Dependencias 
Regionales de Inspección y a la Delegación Central de 
Grandes Contribuyentes se dirigirán, en el primer caso, a las 
Delegaciones Especiales correspondientes a su domicilio 
fiscal y en el segundo a la referida Delegación Central. 

 Cuando se hubiera dictado acuerdo de baja provisional como 
consecuencia de lo previsto en el párrafo b) del apartado 1 
del artículo 119 de la Ley del Impuesto y, posteriormente, la 
entidad presentara las declaraciones omitidas, el órgano 
competente de la Agencia Estatal de la Administración 

Tributaria acordará la rehabilitación de la inscripción en el 
índice y remitirá el acuerdo al Registro Público en el que se 
hubiera extendido la nota marginal correspondiente para la 
cancelación de la misma. 

13.3 Obligaciones contables. Bienes y derechos 
no contabilizados. Revalorizaciones voluntarias. 
Estimación de rentas en el método de 
estimación indirecta 
De acuerdo con el artículo 120 de la ley del impuesto, los 
contribuyentes de este Impuesto deberán llevar su contabilidad 
de acuerdo con lo previsto en el Código de Comercio o con lo 
establecido en las normas por las que se rigen. 

En todo caso, los contribuyentes llevarán su contabilidad de tal 
forma que permita identificar los ingresos y gastos 
correspondientes a las rentas exentas y no exentas. 

La Administración tributaria podrá realizar la comprobación e 
investigación mediante el examen de la contabilidad, libros, 
correspondencia, documentación y justificantes concernientes a 
los negocios del contribuyente, incluidos los programas de 
contabilidad y los archivos y soportes magnéticos. La 
Administración tributaria podrá analizar directamente la 
documentación y los demás elementos a que se refiere el párrafo 
anterior, pudiendo tomar nota por medio de sus agentes de los 
apuntes contables que se estimen precisos y obtener copia a su 
cargo, incluso en soportes magnéticos, de cualquiera de los datos 
o documentos a que se refiere este apartado. 

La Administración tributaria podrá comprobar e investigar los 
hechos, actos, elementos, actividades, explotaciones, valores y 
demás circunstancias determinantes de la obligación tributaria. 
En este sentido, podrá regularizar los importes correspondientes 
a aquellas partidas que se integren en la base imponible en los 
períodos impositivos objeto de comprobación, aun cuando los 
mismos deriven de operaciones realizadas en períodos 
impositivos prescritos. 

13.4 Bienes y derechos no contabilizados o no 
declarados: presunción de obtención de rentas. 
Se presumirá que han sido adquiridos con cargo a renta no 
declarada los elementos patrimoniales cuya titularidad 
corresponda al contribuyente y no se hallen registrados en sus 
libros de contabilidad. 

La presunción procederá igualmente en el caso de ocultación 
parcial del valor de adquisición. 

Se presumirá que los elementos patrimoniales no registrados en 
contabilidad son propiedad del contribuyente cuando éste 
ostente la posesión sobre ellos. 

Se presumirá que el importe de la renta no declarada es el valor 
de adquisición de los bienes o derechos no registrados en libros 
de contabilidad, minorado en el importe de las deudas efectivas 
contraídas para financiar tal adquisición, asimismo no 
contabilizadas. En ningún caso el importe neto podrá resultar 
negativo. 

Se presumirá la existencia de rentas no declaradas cuando hayan 
sido registradas en los libros de contabilidad del contribuyente 
deudas inexistentes. 
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El importe de la renta consecuencia de las presunciones 
contenidas en los apartados anteriores se imputará al período 
impositivo más antiguo de entre los no prescritos, excepto que 
el contribuyente pruebe que corresponde a otro u otros. 

El valor de los elementos patrimoniales a que se refiere el 
apartado 1, en cuanto haya sido incorporado a la base imponible, 
será válido a todos los efectos fiscales. 

14. Declaración, autoliquidación y 
liquidación provisional 
Los contribuyentes estarán obligados a presentar una declaración 
por este Impuesto en el lugar y la forma que se determinen por el 
Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas. 

Conviene saber 
El modelo 200 de declaración del Impuesto sobre Sociedades será 
aplicable, con carácter general, a todos los contribuyentes del 
Impuesto sobre Sociedades obligados a presentar y suscribir 
declaración por este impuesto. 

La declaración se presentará en el plazo de los 25 días naturales 
siguientes a los 6 meses posteriores a la conclusión del período 
impositivo. 

Recuerda 
De esta forma, cuando se trate de contribuyentes cuyo ejercicio 
económico coincida con el año natural, el plazo de presentación 
de la declaración queda fijado en los veinticinco primeros días 
naturales del mes de julio. 

En el caso en que el período impositivo no coincida con el año 
natural y finalice un mes que tenga 30 días, el plazo de los 6 meses 
debe computarse de fecha a fecha. Es decir, si el período 
impositivo finaliza el 30 de junio, el plazo de seis meses concluiría 
el 30 de diciembre del mismo año. A partir de esta fecha se 
computarán los 25 días naturales, por lo que el plazo empezará a 
computar el 31 de diciembre y concluirá el 24 de enero del año 
siguiente. 

Los contribuyentes exentos a que se refiere el apartado 1 del 
artículo 9 de esta Ley no estarán obligados a declarar. 

14.1 Presentación electrónica de la declaración 

La presentación de las declaraciones del Impuesto sobre 
Sociedades y del Impuesto sobre la Renta de no Residentes 
correspondiente a establecimientos permanentes y entidades en 
régimen de atribución de rentas constituidas en el extranjero con 
presencia en territorio español (modelo 200), debe realizarse 
obligatoriamente por vía electrónica, en los términos establecidos 
en la Orden HAP/2194/2013, de 22 de noviembre, por la que se 
regulan los procedimientos y las condiciones generales para la 
presentación de determinadas autoliquidaciones, declaraciones 
informativas, declaraciones censales, comunicaciones y 
solicitudes de devolución, de naturaleza tributaria. 

La presentación electrónica de las declaraciones por Internet 
puede realizarse a través de la Sede electrónica de la Agencia 
Estatal de Administración  

¿Quiénes pueden efectuar la presentación electrónica? 

La presentación electrónica por Internet del modelo 200 a través 
de la Sede electrónica de la Agencia Tributaria puede ser 
efectuada: 

 Por los contribuyentes del Impuesto o, en su caso, sus 
representantes legales. 

 Por los representantes voluntarios de los obligados 
tributarios con poderes o facultades para presentar 
electrónicamente en nombre de los mismos, declaraciones y 
autoliquidaciones ante la Agencia Tributaria o representarles 
ante ésta, en los términos establecidos en cada momento 
por la Dirección General de la Agencia Tributaria. 

 Por las personas o entidades que, según lo previsto en el 
artículo 92 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, ostenten la condición de colaboradores sociales 
en la aplicación de los tributos y cumplan los requisitos y 
condiciones que, a tal efecto, establezca la normativa 
vigente en cada momento. 

Requisitos para la presentación electrónica 

El contribuyente disponga de Número de Identificación Fiscal 
(NIF). 

Utilización de un certificado electrónico reconocido que sea 
admitido por la Agencia Tributaria  

Los contribuyentes parcialmente exentos estarán obligados a 
declarar la totalidad de sus rentas, exentas y no exentas. 

No obstante, los contribuyentes a que se refiere el apartado 3 del 
artículo 9 de esta Ley no tendrán obligación de presentar 
declaración cuando cumplan los siguientes requisitos: 

a) Que sus ingresos totales no superen 75.000 euros anuales. 

b) Que los ingresos correspondientes a rentas no exentas no 
superen 2.000 euros anuales. 

c) Que todas las rentas no exentas que obtengan estén 
sometidas a retención. 

14.1. Autoliquidación e ingreso de la deuda 
tributaria. 
Los contribuyentes, al tiempo de presentar su declaración, 
deberán determinar la deuda correspondiente e ingresarla en el 
lugar y en la forma determinados por el Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas. 

El pago de la deuda tributaria podrá realizarse mediante entrega 
de bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español que 
estén inscritos en el Inventario general de bienes muebles o en el 
Registro general de bienes de interés cultural, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo setenta y tres de la Ley 16/1985, de 25 de 
junio, del Patrimonio Histórico Español. 

El derecho a la aplicación de exenciones, deducciones o cualquier 
incentivo fiscal en la base imponible o en la cuota íntegra estará 
condicionado al cumplimiento de los requisitos exigidos en la 
normativa aplicable. 

Salvo que específicamente se establezca otra cosa, cuando con 
posterioridad a la aplicación de la exención, deducción o incentivo 
fiscal se produzca la pérdida del derecho a disfrutar de éste, el 
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contribuyente deberá ingresar junto con la cuota del período 
impositivo en que tenga lugar el incumplimiento de los requisitos 
o condiciones la cuota íntegra o cantidad deducida 
correspondiente a la exención, deducción o incentivo aplicado en 
períodos anteriores, además de los intereses de demora. 

Artículo 59 bis. Autoliquidaciones rectificativas. 

El artículo 59 bis del Reglamento introduce el concepto de 
autoliquidación rectificativa con los mismos efectos, causas y 
consecuencias que los vistos en temas anteriores referidos a IRPF 
o IVA. 

La única diferencia estriba en el caso de los grupos fiscales que 
apliquen el régimen de consolidación fiscal, ya que deberá 
presentarse tanto la autoliquidación rectificativa del grupo fiscal 
como las autoliquidaciones rectificativas individuales de aquellas 
entidades integrantes del grupo fiscal que den lugar a la 
autoliquidación rectificativa del mismo. 

14.2 Liquidación provisional. 
Los órganos de gestión tributaria podrán girar la liquidación 
provisional que proceda de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 133 y 139 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, sin perjuicio de la posterior comprobación e 
investigación que pueda realizar la Inspección de los Tributos. 

14.3 Devolución. 
Cuando la suma de las retenciones, ingresos a cuenta y pagos 
fraccionados de este Impuesto sea superior al importe de la cuota 
resultante de la autoliquidación, la Administración tributaria 
practicará, si procede, liquidación provisional dentro de los 6 
meses siguientes al término del plazo establecido para la 
presentación de la declaración. 

Cuando la declaración hubiera sido presentada fuera de plazo, los 
6 meses a que se refiere el párrafo anterior se computarán desde 
la fecha de su presentación. 

Transcurrido el plazo establecido sin que se haya ordenado el 
pago de la devolución por causa no imputable al contribuyente, 
se aplicará a la cantidad pendiente de devolución el interés de 
demora en la cuantía y forma prevista en los artículos 26.6 y 31 
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 

El procedimiento de devolución será el previsto en los artículos 
124 a 127, ambos inclusive, de la Ley General Tributaria, y en su 
normativa de desarrollo. 

15. Obligación de retener e ingresar 
a cuenta 
Las entidades, incluidas las comunidades de bienes y las de 
propietarios, que satisfagan o abonen rentas sujetas a este 
Impuesto, estarán obligadas a retener o a efectuar ingresos a 
cuenta, en concepto de pago a cuenta, la cantidad que resulte de 
aplicar los porcentajes de retención indicados en el apartado 6 de 
este artículo a la base de retención determinada 
reglamentariamente, y a ingresar su importe en el Tesoro en los 
casos y formas que se establezcan. 

También estarán obligados a retener e ingresar las personas 
físicas respecto de las rentas que satisfagan o abonen en el 
ejercicio de sus actividades económicas, así como las personas 

físicas, jurídicas y demás entidades no residentes en territorio 
español que operen en él mediante establecimiento permanente. 

Asimismo, estarán obligadas a practicar retención o ingreso a 
cuenta las entidades aseguradoras domiciliadas en otro Estado 
miembro del Espacio Económico Europeo que operen en España 
en régimen de libre prestación de servicios, en relación con las 
operaciones que se realicen en España. 

El sujeto obligado a retener deberá presentar en los plazos, forma 
y lugares que se establezcan reglamentariamente declaración de 
las cantidades retenidas o declaración negativa cuando no se 
hubiera producido la práctica de éstas. Asimismo presentará un 
resumen anual de retenciones con el contenido que se determine 
reglamentariamente. 

Los modelos de declaración correspondientes se aprobarán por el 
Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas. 

El sujeto obligado a retener estará obligado a expedir, en las 
condiciones que reglamentariamente se determinen, 
certificación acreditativa de la retención practicada o de otros 
pagos a cuenta efectuados. 

Reglamentariamente se establecerán los supuestos en los que 
no existirá retención. En particular, no se practicará retención 
en: 

a) Las rentas obtenidas por las entidades a que se refiere el 
artículo 9.1 de la ley del impuesto, es decir, la totalmente exentas. 

b) Los dividendos o participaciones en beneficios repartidos por 
agrupaciones de interés económico, españolas y europeas, y por 
uniones temporales de empresas que correspondan a socios que 
deban soportar la imputación de la base imponible y procedan de 
períodos impositivos durante los cuales la entidad haya tributado 
según lo dispuesto en el régimen especial del Capítulo II del Título 
VII de esta Ley. 

c) Los dividendos o participaciones en beneficios, intereses y otras 
rentas satisfechas entre sociedades que formen parte de un 
grupo que tribute en el régimen de consolidación fiscal. 

d) Los dividendos o participaciones en beneficios a que se refiere 
el apartado 1 del artículo 21 de esta Ley. 

e) Las rentas obtenidas por el cambio de activos en los que estén 
invertidas las provisiones de los seguros de vida en los que el 
tomador asume el riesgo de la inversión. 

f) Los premios de loterías y apuestas que, por su cuantía, estén 
exentos del gravamen especial a que se refiere la Disposición 
adicional trigésima tercera de la Ley 35/2006, de 28 de 
noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre 
Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el 
Patrimonio. 

Cuando en virtud de resolución judicial o administrativa se deba 
satisfacer una renta sujeta a retención o ingreso a cuenta de este 
Impuesto, el pagador deberá practicarla sobre la cantidad íntegra 
que venga obligado a satisfacer y deberá ingresar su importe en 
el Tesoro, de acuerdo con lo previsto en este artículo. 
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El porcentaje de retención o ingreso a cuenta será el siguiente: 

a) Con carácter general, el 19 por ciento. 

Cuando se trate de rentas procedentes del arrendamiento o 
subarrendamiento de inmuebles urbanos situados en Ceuta, 
Melilla o sus dependencias, obtenidas por entidades domiciliadas 
en dichos territorios o que operen en ellos mediante 
establecimiento o sucursal, dicho porcentaje se dividirá por dos. 

b) En el caso de rentas procedentes de la cesión del derecho a la 
explotación de la imagen o del consentimiento o autorización 
para su utilización, el 24 por ciento. 

c) En el caso de premios de loterías y apuestas que, por su 
cuantía, estuvieran sujetos y no exentos del gravamen especial de 
determinadas loterías y apuestas a que se refiere la Disposición 
adicional trigésima tercera de la Ley 35/2006, de 28 de 
noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre 
Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el 
Patrimonio, el 20 por ciento. En este caso, la retención se 
practicará sobre el importe del premio sujeto y no exento, de 
acuerdo con la referida disposición. 

 

 

 
  


